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SUELO NO URBANIZABLE(
                                                                                    Fernando García Rubio

I.- ANTECEDENTES HISTÓRICOS

Es objeto del presente trabajo el análisis del suelo no urbanizable y su régimen jurídico. Antes de entrar en la configuración de esta regulación y sobre todo el desarrollo de esta regulación en base al ordenamiento jurídico español vigente, puesto que , como ya les habrán explicado, desde la desastrosa sentencia - desastrosa
 para el conjunto del  derecho urbanístico español  no porque sea desatinada o no- del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997, el Estado lo único que tiene es capacidad para establecer un régimen jurídico básico del estatuto de la propiedad inmobiliaria, establece unas clases de suelo, y una de estas clases de suelo es el denominado suelo no urbanizable  que es el que abordaremos hoy.

Pero el régimen  jurídico urbanístico y los aprovechamientos en ese suelo tal y como remite, en cuanto al suelo no urbanizable, el artículo 9º de la Ley 6/98 ,es una legislación autonómica, como ustedes son de varias Comunidades Autónomas, nunca podemos tener un régimen uniforme más que la legislación estatal que la abordaremos , tanto la legislación estatal básica la del año 98 y lo que queda del texto refundido  del 92, como la supletoria del texto refundido del 76.Hay legislaciones autonómicas que me conozco mejor y otras que conozco peor, intentaremos establecer diversos ejemplos y si alguno de ustedes tiene alguna duda o quiere hacer una acotación no tengo ningún inconveniente en interrumpir.

Visto esto , vamos a abordar lo que es el suelo no urbanizable , como su propio nombre indica en un curso de derecho urbanístico el suelo no urbanizable se supone que debía estar excluido pero por la práctica y la propia configuración de la propiedad que en su momento todas tienen un carácter rústico antes de ser transformadas por procedimientos de urbanización ,como  por la singularidad de determinadas estructuras sociales españolas, fundamentalmente las de la cornisa Cantábrica en las cuales los núcleos de población están muy diseminados es muy importante la configuración del derecho urbanístico y dentro de él la de los aprovechamientos rústicos tradicionales. Para ello tendremos que ver un origen, sistematizar y ubicar el actual suelo no urbanizable dentro del sistema jurídico español , y para ello tendremos que ver primero la regulación del espacio no urbano.

El derecho urbanístico proviene como todo el urbanismo del término latino urbs- urbis que es ciudad, referido fundamentalmente a la Urbs que era Roma  y que se extendió a todas las ciudades y las regulaciones jurídicas urbanísticas por el papel del Derecho Romano
 en nuestra cultura occidental, la Ley Julia Municipal es del 47 a.C y establecía ya una regulación y la ordenación urbana en Roma casi perfecta, los que hayan visto las ruinas de Pompeya o lo que queda de ciudades como Emérita Augusta en Mérida o Itálica en Sevilla , verán perfectamente que todo el cardo máximo y al decumanus se iba a                    regular, pero ¿qué ocurría con lo que quedaba fuera de la ciudad?, allí no había ordenación desde el punto de vista jurídico, desde un punto de vista del Derecho Romano, era en todo en caso en las provincias conquistadas, (el término provincia tiene origen latino de provincere = lo conquistado), era ager publicus o sea , de todo el mundo , del pueblo y del Senado romano, luego del Príncipe cuando se propició el Dominado a partir de Diolceciano. Esa era la única regulación que había, era la regulación agraria romana
 y no había una configuración de limitaciones ni de uso  potestades administrativas por tanto se hacía lo que se quería , como en época romana y en la Edad Media. En la época Altomedieval no había elementos contaminantes ni grandes posibilidades de estas zonas y , es más el fenómeno de retorno al campo con la caída del Imperio Romano, esto es , abandono de las ciudades, los Bárbaros, las epidemias , etc, influyeron en que hubiese un poblamiento de las zonas rurales, por lo tanto no había necesidad de establecer limitaciones sino que había una convivencia en el campo; estas zonas vuelven a tener importancia en cuanto a la población y por lo tanto no existe regulación alguna desde el punto de vista administrativo en esta época.

Pero con el comienzo del Renacimiento y la vuelta a las ciudades y el hecho físico de que como supongo que les habrán explicado en la evolución del derecho urbanístico, las ciudades se rodean de una muralla por razones defensivas pero que desde un punto urbanístico establecía lo que eran los límites de la ciudad, nos encontramos que dentro de la ciudad si había una regulación primigenia, ordenanzas de edificaciones sobre el suelo, el fuero de Madrid de 1204 ya tiene unas ordenanzas, el de Avilés también de esa época tiene también unas ordenanzas, etc., pero no se regulaba lo que estaba fuera de la muralla .

Como veremos la muralla tiene importancia especialmente dentro del urbanismo puesto que con las leyes de ensanche de 1864
 y siguientes y la superación del espacio de las ciudades es cuando empieza a crecer el urbanismo tal y como hoy lo  conocemos con planes , planeamientos, etc.; pues bien, ese espacio fuera de las ciudades pero sobre el  que tenía jurisdicción esa ciudad o el señorío, el realengo o lo que fuera, es lo que se conoce popularmente como el alfoz , lo que hoy es el término municipal, ahí en el alfoz se permitían los usos agrícolas, agropecuarios, etc.y no solo es esos usos sino también los lazaretos para leprosos, etc, aquellas actividades que no se podían ubicar en el medio urbano por las razones que fueran. Eso implica la existencia de una autorización tácita en cuanto a un aprovechamiento de estos suelos. Es a través de una Ley de 1.422 donde encontramos el primer precedente de regulación del suelo rústico
 en ese momento, que es la atribución que se hace de facultades a los regidores y Alcaldes de los distintos municipios y ciudades para que puedan establecer mediante sus ordenanzas , dicen ,costumbres, o sea era una atribución directa al mandatario para que hiciera lo que quisiera pero en suelo rústico, las limitaciones , desarrollos , etc.

¿Cuáles son los precedentes en la legislación agraria y demanial? Puesto que hasta la Ley del Suelo del 56 y con pocos antecedentes en la legislación de finales del siglo XIX y principios del XX , como  mucho el estatuto de Calvo Sotelo del año 24
, nos encontramos con que, desde un punto de vista de transformación ni siquiera de preservación existe una intervención administrativa reglamentaria o legal, pero si desde un punto de vista sectorial. La legislación agraria que surge en España en la época de Carlos III , en la segunda mitad del siglo XVIII , y, ustedes no se si habrán oído hablar del Informe Jovellanos
 para la Ley Agraria que establecía la crítica a las manos muertas y las circunstancias del desaprovechamiento de las zonas agrarias y rústicas lo cual dio lugar a las desamortizaciones de Godoy, Mendizábal y Madoz de 1795, 1837 y 1855 , produjo una intervención administrativa en cuanto a los aspectos de la propiedad agraria , y dentro de estos aspectos de la propiedad agraria nos encontramos con las Cortes de Cádiz en 1813 se habla ya de una legislación de arrendamientos rústicos, etc, Ahí hay ya una intervención primera sobre ese tipo de propiedad con unas limitaciones más bien de Derecho Privado, pero aun así limitaciones al uso de la propiedad no urbana , todavía no existía el Derecho Urbanístico como tal por lo tanto ya era un precedente.

Otra es la limitación demanial en virtud de las propiedades de dominio público y por ejemplo vamos a citar el R.D de 7 de Abril de 1848 sobre Clasificación de los Caminos  vecinales , reglas para su construcción , mejora y conservación. Los caminos vecinales como todos conocemos son bienes de dominio público que están afectos a un uso o servicio público y están en suelo no urbanizable hoy en día , suelo rústico, sino no sería un camino vecinal serían  vías públicas , calles, por lo tanto ahí hay una primera intervención administrativa claramente de protección , limitación y regulación de ese espacio rural en cuanto al fin que persigue ese tipo de suelo que es circular por los caminos; esto hoy en día se persigue por ejemplo la Ley Estatal de Vías Pecuarias del 95 y las diversas leyes de vías pecuarias autonómicas clasifican  precisamente las vías pecuarias como suelo no urbanizable, eso si un bien de dominio público con titularidad en las Comunidades Autónomas que son las titulares de las vías pecuarias con sus peculiaridades en suelo no urbanizable.

Una vez visto esos precedentes, debemos señalar que, cuando surge el Derecho Urbanístico con la superación de lo que hemos visto antes que es la muralla , las leyes de ensanche, el ensanche por  la urbanización nueva la perspectiva del ensanche que habla Martín Basols en su libro sobre génesis y evolución del Derecho Urbanístico español
, esa perspectiva implica la existencia de los planes de urbanización y  en los planes de urbanización hay unos terrenos que se clasifican, aunque no sea la terminología de esa época , como suelos a urbanizar. ¿Cómo se diferenciarán esos suelos del resto de los suelos?. Pues ya en la Ley de Ensanche de 1876 se establece la obligación de que haya terrenos que no estén afectados por los planes de urbanización pero que sean colindantes que se les establezca un régimen de protección : evitar las construcciones. Es lo que , fundamentalmente la Ley del Suelo del 56 se llamarán los “suelos de reserva urbana” y que en la legislación del 76 más o menos vigente hasta el R.D.L. del 96 con las Comunidades Autónomas etc, es el “suelo urbanizable no programado”, hoy en día como hemos superado eso , como ustedes saben , y si no luego veremos desde el Decreto Ley del 96 esta ahí.

Analizada esa circunstancia de una cierta protección por legislación agraria y demanial no solo demanial de caminos sino también la demanial de obras públicas , la Ley de Obras Públicas de 1879, la Ley de Aguas de 1885-86 que ha estado vigente hasta la del año 1985, la Ley de Obras Hidráulicas , establecían  protecciones  a los terrenos  y suelos que regulaban estas leyes  y por tanto todos ellos eran suelos rústicos.

Comprobado esto nos encontramos con que el 12 de Mayo del 56 se promulga la primera Ley del Suelo española, Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, y esta ley establece una clasificación de suelos: suelo urbano ,suelo de reserva urbana y suelo rústico, se emplea la terminología de suelo rústico, ¿por qué se denomina suelo rústico? Porque tiene su origen en una legislación importantísima que se elabora a lo largo del siglo XIX y que establece la distinción entre lo rústico y lo urbano, hasta ahora lo que habíamos visto que lo único que había era la diferenciación de la muralla pero luego en el siglo XIX las murallas se tiran , excepto en Ávila y Lugo el resto de las ciudades no quedan murallas, aquí en Madrid queda un trocito en la Cuesta de la Vega y nada más. Esa distinción se realiza casi todo lo que es sistemático y permanente a través de la legislación de Hacienda, la existencia del Catastro. El primer Catastro del siglo XVIII, que es el del Marqués de la Ensenada es un censo de todas las propiedades.

En el Catastro en 1843 , se distingue el Catastro de rústica y el Catastro de urbana, aquellas fincas que tienen un aprovechamiento esencialmente agrario, ganadero o forestal y que tienen un valor por tanto conforme a esa naturaleza, ya se ha producido la revolución industrial y lo urbano tiene un mayor valor que lo rústico , hasta ese momento no existía, y existen las normas de distinción , de hecho hoy en día  la legislación catastral
 persiste y es muy importante , no se concibe muchas veces con la legislación urbanística pero se ha avanzado mucho en los últimos años entre la circulación del Catastro y los Registros de la Propiedad de los elementos urbanísticos , de hecho ,tras la modificación que hubo el año 96 existe la obligación de que cada finca tenga un número catastral que se debe de incluir en las escrituras de transmisión de bienes, como a todos, ustedes sabrán el notario
 a la hora de establecer la escritura y el registrador la de practicar la inscripción tanto en rústicas como en urbanas, y tiene la obligación de exigir el número catastral.

Pues esa  distinción , en base al catastro , entre la naturaleza  de unas y otras ,que tenía una naturaleza sobre todo contributiva, establece unos principios recaudatorios para rústicos y para urbanos, establece la asimilación por parte de la cultura española del término rústico referido a los no urbano, al campo, por así decirlo 

La Ley del Suelo del 56 asimila ese concepto y establece como suelo rústico toda aquel que ni es urbano ni es de reserva urbana ,pero a diferencia de lo que entendemos hoy y de lo que existía en otros países el suelo rústico, que en principio no es objeto del aprovechamiento urbanístico, no es  susceptible de construcción ni de urbanización si tiene un aprovechamiento residual, ese aprovechamiento urbanístico residual era de un metro cúbico de edificación por cada cinco metros cuadrados como máximo, era un máximo pero existía ese aprovechamiento , por lo tanto ustedes comprobarán que en la España entre los años 56 y 75
 se construyó mucho y no solo en Benidorm , que fue el primer plan general de ordenación urbana de España tal y como lo entendemos sino otros muchos municipios.

Como salió sino otras muchas circunstancias, ¿el por qué de esta legislación del 56?, ustedes entenderán que después de una guerra civil con todo el parque de viviendas destruido , etc. se había producido un cierto retorno al campo  y a su vez una emigración masiva y el fomentar la edificación, consagrando asentamientos tradicionales , las parroquias rurales gallegas, asturianas , los núcleos de población de Castilla-León incluso Castilla –La Mancha, etc. era una burrada ir contra eso, y como no había una cultura de limitación en ese aspecto y  tampoco un desarrollismo como el que hubo en los años 60 de acabar con el campo. No había una perspectiva medioambiental por lo tanto en su momento era lógico, y hasta con esas limitaciones comprensible ese aprovechamiento urbanístico, el aprovechamiento era muy limitado, un metro cúbico cada 5 metros cuadrados lo único que daba , multipliquen ustedes, es que al  final  eran chalecitos , viviendas unifamiliares, si acaso granjas, etc., etc., no había otro tipo de limitación , las lógicas del destino de los suelos pero se permitía vivir en la residencia.

Ese aprovechamiento a lo largo de los años de experiencia de la ley del año 56 qué implica, pues que , como casi todo en España, cuando se da algo se multiplica por diez lo que se ha dado, y si te dan la mano te tomas el brazo, y como resultado se produjeron una serie de edificaciones piratas, un uso del suelo rústico para fines urbanísticos, unas parcelaciones urbanísticas en suelo rústico, que siempre estuvieron prohibidas, incluso con la ley del 56 , pero eran interpretables.

Se interpretaba el antiguo artículo 69 con el 73 que hablaba de posibilidades mediante plan parcial sin siquiera estar aprobado el plan general y al fin y al cabo, lo que ustedes han visto, proliferan las construcciones en suelo rústico. Durante todo ese periodo por tanto, nos encontramos con un aprovechamiento generalizado del suelo rústico , incluso teniendo licencia municipal, en principio estas licencias municipales tenían que ir a la Comisión Provincial de Servicios Técnicos pero muchas veces no iban. Y es cuando nos encontramos con la reforma del año 75, la Ley 19/1975  de Reforma de la Ley del Suelo, esa Ley en el suelo rústico tiene una especial incidencia, ¿por qué?:

1º Le cambia la denominación , y parecerá una tontería pero no lo es, ser suelo no urbanizable
 , y por tanto, como decía la Ley del Suelo del 75 y el texto refundido del 76, excluido del proceso urbanizador, no es lo mismo que ser suelo rústico, esto es de campo... pero que tenía un aprovechamiento aunque fuera residual, la Ley del 75 excluye ese suelo no urbanizable y le suprime ese aprovechamiento, igualmente con aquel suelo que habíamos visto de reserva urbana lo transforma  en suelo urbanizable programado y no programado y equipara al suelo urbanizable no programado, en cuanto a su régimen, hasta que no se apruebe el programa de actuación urbanística y su desarrollo urbanístico, con el suelo no urbanizable, por tanto es una ley proteccionista que intenta evitar el uso especulativo y el aprovechamiento del suelo no urbanizable.

Por lo tanto las categorías del suelo quedan como suelo urbano, suelo urbanizable programado y suelo no urbanizable, siendo el suelo no urbanizable un suelo residual, todo aquel suelo que no es urbano ni urbanizable programado porque el no programado se equipara al  no urbanizable  queda como  suelo no urbanizable excluido del proceso urbanizador, ¿eso implica que no se puede hacer ninguna construcción ni instalación? no, la propia ley , viendo como es el sistema español, exceptuaba, y así lo incorporó en el artículo 80 del texto refundido del 76, (legislación vigente con carácter supletorio ya solo en Andalucía, Extremadura  y poco más y Ceuta y Melilla por supuesto). Esa legislación autoriza una serie de construcciones  e instalaciones en suelo no urbanizable, fundamentalmente las compatibles con el destino que se establece para el suelo no urbanizable.

¿Cuál es el destino fundamental del suelo no urbanizable? Agrícola, ganadero, cinegético, forestal o equivalente, o sea que sirve para cazar, plantar pinos y mantenerlos y recoger las piñas se supone, para explotaciones agrarias y ganaderas, pero  se establecen unas posibilidades de excepciones . La excepción más importante del 76, que es la que intentaba recuperar algo de lo que quedaba del aprovechamiento urbanístico de un metro cubico por cada cinco metros cuadrados que establecía la ley del 56 es la posibilidad de construir viviendas unifamiliares que no constituyan núcleo de población . Y el que no constituyan  núcleo de población es fundamental porque si se realizan cuatro o cinco juntas ya estaríamos haciendo un núcleo de población , una urbanización ilegal o el consentimiento de un núcleo rural que no constituye un núcleo de población , en segundo lugar las construcciones e instalaciones vinculadas a una obra pública, (lo típico que hay una hormigonera porque están haciendo allí una carretera), teoricamente , las construcciones e instalaciones declaradas  de interés público o de utilidad social que necesariamente han de ubicarse en el medio rural.

“ Necesariamente”
, aquí  hay mucha polémica y siempre se ha utilizado esto para las residencias de ancianos, etc, pero esto no es que  necesariamente se tenga que ubicar en el medio rural, pero hay muchas instalaciones y construcciones autorizadas en este aspecto, a mi solo se me ocurre como que necesariamente, por ejemplo las granjas-escuela  para niños o los centros de recuperación de drogodependientes (las granjas de terapia) eso sí necesariamente han de ubicarse en el medio rural , pero no otras. Luego veremos la tipología concreta y qué usos y qué autorización porque ya repito sigue vigente aunque sea con carácter supletorio.

Igualmente, en el texto refundido del 76, que ya digo refunde la legislación del suelo del 56 con la ley del suelo del 75, se establecen unas clases de suelo no urbanizable en virtud de los diferentes aprovechamientos , esas clases no se desarrollan en la Ley porque serán una novedad de la Ley del 92
, pero si en la práctica vemos que habrá suelo urbanizable cinegético, suelo no urbanizable ganadero, suelo no urbanizable forestal, etc,. , que lo tomarán luego las legislaciones autonómicas desarrollando sus propios tipos de usos del suelo.

Así debemos señalar, que la figura que establecerá la clasificación o zonificación en usos del suelo no urbanizable será el plan general de ordenación urbana, que se le potencia con la Ley del 76, puesto que hasta ese momento aunque el urbanismo hiciese una remisión total al planeamiento general , a través de planes parciales se parcheaba mucho, etc. pero no había esa potenciación de la figura de  los planes generales , pues bien con la Ley del 76 se potencian los planes generales y se establece una obligación de, entre las determinaciones  que tienen que tener los planes generales, para suelo no urbanizable es su regulación estructural y medidas de protección para verificar que se excluyen del proceso urbanizador , eso lo tienen que tener los planes generales, que recordemos, son normas de carácter reglamentario por lo tanto aquí actuarán como normas de desarrollo de la legislación del suelo.

Teniendo en cuenta esta situación 
, en el año 90, saben ustedes, se promulga una Ley que es la Ley sobre Reforma  del Régimen Urbanístico y Valoraciones, la Ley 8/90 del 25 de Julio, que es la que abrió la caja de Pandora, puesto que introdujo una serie de modificaciones del sistema legal existente del suelo en las que no vamos a entrar porque en no urbanizable no tocó prácticamente nada puesto que no entraba en ello, salvo que el texto refundido se excedió en la refundición y metió diversos preceptos ; pero en el año 90 el ámbito                  del urbanismo se había producido ya, no solo la promulgación de la Constitución del año 78 sino los diversos Estatutos de Autonomía que otorgaban competencia exclusiva en materia de urbanismo, de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda a las Comunidades Autónomas
, y en materia de suelo no urbanizable las Comunidades Autónomas si habían regulado expresamente esa materia, considerando que dicha cuestión entraba dentro de sus competencias ; alguna como Cataluña tenía una regulación integral , el texto refundido de la Ley de Posiciones en Materia Urbanística de Cataluña, la Ley del Suelo catalana, es del año 90, es un texto refundido , ya hay en el año 84 una primera regulación urbanística catalana, etc., etc. Otras Comunidades Autónomas nunca entraron en legislaciones generales del suelo , simplemente aprueban leyes de medidas de disciplina urbanística o leyes de suelo no urbanizable, hay una Ley del 87 , la Ley 9/87 de Ordenación del Suelo Rústico en Canarias
 que ya empezaron a cambiarle el nombre ,una Ley asturiana del 87 también , la de Madrid del año 84  de Medidas de Disciplina Urbanística que establecía el régimen del suelo no urbanizable, las leyes Balear y de Valencia también del 92, que luego desarrollaremos . por la tanto había ya un acerbo de legislación de suelo no urbanizable autonómica. La Ley gallega del año 85, Ley de Adaptación de la Ley del Suelo a Galicia, también tenía una regulación singular del suelo no urbanizable en cuanto a la utilización de los horreos , de los núcleos rurales , etc., etc., por lo tanto en todo el Estado había al menos partes de legislación autonómica que eran , como ustedes bien saben, preferentes a la legislación estatal con competencia exclusiva aunque no se había pronunciado todavía el Constitucional.

La Ley 8/90  abre la Caja de Pandora, empieza la legislación estatal en materia urbanística y ¿qué nos encontramos?, pues que hay un texto refundido del 92,que tenía la regulación del suelo no urbanizable , si no recuerdo mal, en los artículos 12, 15, 16 y 17, menos el 15 que era la capacidad del Estado para establecer las reglas para clasificar el suelo como no urbanizable, los otros tres artículos , el Tribunal Constitucional en sentencia 61/97 se los carga, por incompetencia del Estado para legislar el régimen urbanístico. ¿Qué titulo competencial alegó el Estado al regular estos artículos directamente pese a la existencia de título competencial en los diversos Estatutos de Autonomía? El artículo 149.1 vigésima tercera de la Constitución : la protección del medio ambiente, decía que la legislación básica sobre la protección del medio ambiente le corresponde al Estado y en base a eso se regula, el Constitucional vino a señalar que pese a que el Estado tenía esa competencia la regulación del suelo no urbanizable no era una protección del medio ambiente, eso tenía que hacerse mediante la legislación sectorial y sí entendía que, mediante su capacidad para establecer el estatuto de la propiedad inmobiliaria la clasificación de las diversas clases  de suelo, una de las clases de suelo, el Estado podía considerarla como no urbanizables y establecer unas medidas de protección y de exclusión del proceso de urbanización en base a la protección del medio ambiente, pero no mas , por tanto los usos y autorizaciones que establecía la Ley del Suelo del 92, del texto refundido, que luego veremos,( construcción de   instalaciones vinculadas a servicios y obras públicas, construcciones que necesariamente han de ubicarse en el medio rural siendo de utilidad social, explotaciones agrarias y viviendas familiares vinculadas a estas explotaciones sin constituir núcleo de población) esas excepciones a la regla general de estar excluido por ser no urbanizable no podían ser establecidas por el Estado.

El Estado también obligaba a que todo ese tipo de construcciones e instalaciones tuvieran que tener autorización previa a la licencia por parte de la Comunidad Autónoma pero ni por esas, se impugnó y expresamente se declaró inconstitucional, no por el fondo , por la regulación que se hacía sino por la forma , por la competencia para legislar , no se puede legislar con carácter supletorio siquiera, y por supuesto esta disposición no era básica.; por lo tanto esta legislación que estuvo vigente del 92 al 97 al menos, y que en Extremadura
 y Andalucía es la vigente puesto que sus Comunidades Autónomas han asumido mediante leyes transitorias esas leyes pero como leyes de las Comunidades Autónomas. Por eso digo que en cuanto al fondo no hay problema que es en cuanto a la forma, queda expulsada del ordenamiento jurídico por el Constitucional y encima ocurre un fenómeno extrañísimo en la legislación histórica española y en la europea                  que resucita una Ley, una ley que había sido expresamente derogada el texto refundido del 92 que es le texto refundido del 76 ( R. D. legislativo 1346 del 76 de 9 de Abril ) esta es la legislación es la que está vigente con carácter supletorio.

Pero no todo el texto refundido del 92 ha sido derogado por el Constitucional, sino que hay diversos aspectos del texto refundido del 92 fundamentalmente el régimen jurídico, el Registro de la Propiedad, etc, que no ha sido derogado ni por la sentencia del Constitucional ni por la Ley 6/98, y en cuanto a suelo no urbanizable expresamente tenemos vigente el artículo 138.2 del texto refundido del 92 que es la adaptación al ambiente, las normas de adaptación al ambiente que se lo leo directamente para que sepan exactamente de que va :”Las construcciones habrán de adaptarse en lo básico al ambiente en el que estuvieran situadas y a tal efecto ( sólo queda el párrafo b, vigente porque el resto lo derogó el Constitucional) en los lugares de paisaje abierto y natural sea rural o marítimo o en las perspectivas que ofrezcan los conjuntos urbanos de características histórico-artísticas , típicos o tradicionales y en las inmediaciones de las carreteras y caminos  de trayecto pintoresco, no se permitirá que la situación masa, altura de los edificios muros y cierres, o la instalación de otros elementos limite el campo visual para contemplar las bellezas naturales, rompa la armonía del paisaje o desfigure  la perspectiva propia del mismo” Aquí nos encontramos con que esta disposición coincide con otras disposiciones que teníamos del texto refundido del 76, los artículos 19,20, 21,22 y 73 del texto refundido del 76, que establecen la necesidad de que exista plan especial de protección de entidades públicas, protección del paisaje , etc. en la práctica es hoy una norma de directa aplicación a falta de planeamiento específico y es un  condicionante para los planificadores puesto que no se puede estar con una planificación urbanística que al lado de una carretera permita alturas, o que al lado de unas vistas de un valle maravilloso pongan una edificación que las impida. Por lo tanto esto es especialmente utilizable y alegable en los supuestos en los que haya un conflicto entre la decisión del planificador y la voluntad de los particulares, la voluntad de los particulares que la jurisprudencia y los tribunales de justicia deberán determinar expresamente; pero esta norma está vigente
 y es de especial aplicación como ya hemos dicho, al suelo no urbanizable.

También el texto refundido del 92 ya intentaba al menos en este aspecto del suelo no urbanizable como hemos visto que determinadas Comunidades Autónomas habían legislado expresamente en esta materia, contentar a las Comunidades Autónomas y dice: el suelo se clasifica por los planeamientos en tres tipos de suelo, ya saben : 

a) El urbano, que tiene un suelo reglado con unas características muy claras - abastecimiento de aguas, saneamiento de aguas, acceso rodado de vehículos, suministro de energía eléctrica , esto es lo que es el suelo urbano, si se tienen estas características o dos tercios del ámbito consolidados por la edificación y  ese suelo es urbano .

b) El urbanizable, en la configuración del texto refundido del 92 y del texto refundido del 76, era aquel que se clasificaba expresamente.

c) No urbanizable :era residual, todo aquel que no tenía clasificación.

Pues bien respecto al no urbanizable ya decía el texto refundido del 92 suelo no urbanizable o equivalente. ¿por qué equivalente? Ya Canarias en el año 87 lo había denominado en su Ley rústico, había vuelto a la denominación tradicional, que nunca se había suprimido de la legislación hacendística, en España sigue siendo el catastro la contribución , el impuesto sobre bienes inmuebles actual ,tienen bienes  la naturaleza urbana  y de naturaleza rústica
. La Ley de Haciendas Locales 39/988 de 28 de diciembre expresamente habla del impuesto de bienes inmuebles de naturaleza rústica, no habla de naturaleza no urbanizable, entrando en contradicciones porque a la hora de hablar del impuesto de bienes inmuebles de naturaleza urbana habla de los terrenos y construcciones que estén en aquellos suelos que el planeamiento urbanístico haya clasificado como urbano, urbanizable , etc. incluso aquellos no urbanizables, o sea ilegales, pero que tengan naturaleza urbana, porque hacienda  no distingue con urbanismo sino directamente si tiene un aprovechamiento o no. 

Eso generó la habilitación para que las diversas leyes autonómicas
 hayan utilizado el término rústico o no urbanizable dependiendo de las Comunidades; en Canarias es rústico en Asturias es no urbanizable, en Galicia es rústico , en Castilla León es rústico, en Valencia es no urbanizable , en Madrid es no urbanizable, etc.

Pero ya no es inconstitucional ni es ilegal porque la propia legislación estatal determina que con que cumpla las características que conlleva el nombre o denominación equivalente utilizada expresamente, el texto refundido del 92 lo cual ha sido igualmente asumido por la Ley 6/98 con lo cual ahí  no hay mayor problema.

Visto este modelo del texto refundido del 92y antes que llegara la sentencia del Tribunal Constitucional, las Comunidades Autónomas empezaron a legislar intentando adaptarse a las del 92 .Los dos modelos más importantes, que luego desarrollaremos, serán:

· El modelo valenciano de la Ley 4/92 que es un modelo proteccionista y limitador de la construcción, no es la Ley Reguladora de la Actividad Urbanística del 94,que es la del agente urbanizador, que es un modelo muy novedoso, es la Ley de 4/92 del Suelo no Urbanizable de la Comunidad Valenciana .

· El modelo Canario de la Ley 9/87  Sobre Ordenación del  Suelo Rústico, que ha sido derogada por la Ley del 99 de Ordenación del Territorio Canaria, que también tiene una regulación muy  parecida en este aspecto.

¿Por qué son dos modelos?, por circunstancias geográficas y físicas muy diferentes. Valencia tiene terreno, aunque tiene una aprovechamiento muy intenso por ser una Comunidad densamente poblada y además una zona de segunda vivienda por razones de turismo , pero tiene una posibilidad de establecer una ordenación del suelo .En cambio Canarias, como veremos Baleares y expresamente en la Ley del Suelo estatal en la disposición adicional 4ª así lo considera, necesitan más suelo porque el terreno es limitado por un hecho físico que es la insularidad, eso implica  que en Canarias, igual que en Valencia haya una tradición de construcción rústica , de autoconstrucción incluso (las barracas y casas de campo en Valencia) pero es que en Canarias la gente se hace su casa en el campo a base de bloques, no en base a ladrillos sino a base de bloques de cemento grandes que hace mucho más rápida la construcción ,eso es muy habitual.

En base a eso existen esos dos modelos, uno que establece aprovechamientos parecidos a los de la Ley del suelo del 56 de autorización siempre que no sea un núcleo, etc., etc. pero que es permisiva y otra que es más limitativa con los usos del suelo no urbanizable; de hecho Valencia , la Ley del 92 tiene dos peculiaridades muy importantes que se han copiado por otras legislaciones , clasifica como suelo no urbanizable el agua, lo cual tiene su importancia porque establece una protección adicional a la Ley de Aguas del 85 que considera de dominio público la zona agua, pero para evitar que haya aprovechamiento, porque sobre agua se puede construir ( los palafitos que es la técnica Veneciana implica un aprovechamiento ) para evitar eso la considera no urbanizable y además en una disposición adicional crea una figura ,es la primera regulación jurídica aparte del urbanismo concertado que hablaba Tomás Ramón Fernández para los P.A.U
., para la ejecución de los P.A.U., que es la de los convenios urbanísticos.

Los convenios urbanísticos
, su primera regulación es la Ley del suelo no Urbanizable valenciana, la posibilidad de convenir, obviamente en los ámbitos de  cada una. 

A parte de esas regulaciones de suelo urbanizable, la Ley cántabra también etc., que podemos distinguir aparte de esos dos modelos jurídicos , dos modelos socioeconómicos , de Castilla para arriba, donde los suelos son más escasos, las poblaciones son más antiguas y más tradicionales hay un aprovechamiento rústico en suelos rurales, lo que es la Comunidad Foral Navarra, en cierta medida el País Vasco con sus caseríos etc, Cantabria , Asturias , Galicia y Castilla León  fundamentalmente, porque Aragón está despoblado en ese aspecto, el Levante está muy poblado y Andalucía, Extremadura y Castilla la Mancha , lo que sobra es terreno, ahí no hay esa regulación , y el modelo socioeconómico que les he señalado de esas otras Comunidades donde el suelo rústico no urbanizable abunda y por tanto se puede establecer limitaciones y no hay esa tradición socioeconómica de poblamiento rural , de parroquias rurales, incluso la legislación administrativa, las entidades locales de ámbito inferior al municipio con personalidad jurídica propia
 , salvo en Murcia que hay pedanías, las parroquias, están en esas Comunidades que hemos señalado de la Cornisa Cantábrica o de  Castilla-León .

Dejando al margen esas legislaciones, nos encontramos con que las Comunidades Autónomas también regularon y regulan, fundamentalmente antes de la sentencia del Constitucional, sin entrar en el modelo Catalán que sí era integral, en materias de disciplina urbanística, y la disciplina urbanística en relación con el suelo no urbanizable. En Asturias hay también una Ley de Medidas de Disciplina Urbanística y en Madrid está la Ley 4/84 del 10 de Febrero sobre Medidas de Disciplina Urbanística, que estaba todavía vigente hasta ley 9/2001 todavía vigente salvo la regulación del suelo no urbanizable ,los artículos 14 y 15 , el resto de la Ley está expresamente vigente en su integridad, hasta la aprobación de la ley del suelo de Madrid , que deroga en su totalidad la Ley 4/84 y establece un nuevo sistema de disciplina urbanística, no muy diferente y una nueva regulación del aprovechamiento del suelo no urbanizable.. 

Esas intervenciones en materia de disciplina urbanística tienen una incidencia clara en el aprovechamiento del suelo no urbanizable, desde un punto de vista represor y limitativo pero tienen influencia, no sólo se dan en esas Comunidades Autónomas : en Baleares, Navarra, etc.  ¿Qué implican estas actuaciones a las nuevas legislaciones? Primero el deber de  solicitar licencia como siempre había sido pero expresamente, la necesidad de que esas licencias, en suelos no  urbanizables , si bien las otorgan las entidades locales , los Ayuntamientos a través de las alcaldías, deben de tener una previa autorización de un órgano autonómico, en la forma que se llame, en Madrid en la actualidad se llama Calificación Urbanística
 desde la Ley del 95,antes era autorización o lo que fuera, y ese órgano autonómico, cada legislación autonómica lo determina, normalmente es la antigua Comisión Provincial de Servicios Técnicos, que sigue siendo Provincial en las Comunidades Autónomas pluriporvinciales y en la uniprovinciales es la comisión de urbanismo de la Comunidad  Autónoma. 

Verifica que esa construcción o instalación que se quiere realizar en suelo no urbanizable se adecua a las excepciones  que plantea la legislación, en este caso , estatal supletoria  o la propia legislación autonómica del suelo no urbanizable. Esa autorización es previa y obligatoria para la obtención de la licencia municipal , incluso para elementos tan tontos como es el vallado de fincas se requería la autorización previa , de la Comunidad Autónoma y la licencia municipal, lo cual en la Comunidad de Madrid  vista la tontería que era, porque el vallado no enturbia el ambiente ni establece un aprovechamiento urbanístico, ni nada que se le parezca, es simplemente un límite , ejerciendo las limitaciones que tiene el derecho de propiedad, pues se eliminaron en la Ley del 95 en cuanto a aquellas actividades , usos e instalaciones que requieren de la previa autorización administrativa, eso sí siguió estando sometida a licencia municipal como es lógico. 

Esa regulación de disciplina urbanística tiene especial importancia y en muchas Comunidades que no han regulado sobre suelo no urbanizable  sí tiene su regulación de disciplina urbanística 
.En este momento histórico nos encontramos por tanto, que ya es coetáneo en muchos aspectos, con que la sentencia del Tribunal Constitucional establece un nivel articulador de competencias
 . El Estado que tiene solo competencia legislativa  porque en ningún caso la función ejecutiva le corresponde en materia urbanística , y no por urbanismo que es competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas ,sino por el título competencial del artículo 149.1  8ª del Derecho Civil por tanto Estatuto de la Propiedad, en relación con el 33 de la Constitución , el Estatuto de la Propiedad Inmobiliaria , las Valoraciones y la Expropiación forzosa, esa es la competencia  estatal porque transferidas a las CC. AA. las competencias de urbanismo el Estado puede legislar en las materias que afectan al Estatuto de la Propiedad Inmobiliaria .

Antes de que se promulgara la sentencia del Tribunal Constitucional saben que hubo un cambio de Gobierno en el año 96, y las Comunidades Autónomas habían legislado, el año 96 estando vigente el texto refundido del 92 y no habiéndose promulgado la  sentencia del Constitucional se aprobaron los R.D.L. 5 ,6y 7/1996 de Medidas de Liberalización.

El R.D.L 5/96 de 6 de junio establece medidas urgentes liberalizadoras en materia de suelo y colegios profesionales
. En materia de suelo aparte de atribuir al alcalde competencias de gestión urbanística , todas las competencias de gestión urbanística , y las aprobaciones iniciales de los planeamientos  de desarrollo, establecía un cambio radical  en cuanto a la configuración del suelo no urbanizable. Habíamos visto que hasta este momento el suelo no urbanizable en la legislación estatal , y por tanto en las autonómicas era de carácter residual , prácticamente no estaba  expresamente clasificado , pues bien, en el R.D.L del 96  y en la posterior Ley 7/97 que fue la tramitación parlamentaria de este R.D.L  y en la actual 6/98 el suelo no urbanizable es aquel  que no está a diferencia del anterior que era aquel que no estaba clasificado, ocurre todo lo contrario , tiene que haber un acto expreso de clasificación , el suelo no urbanizable tiene que estar clasificado, por lo tanto el carácter residual para todo aquel suelo que no esté clasificado se cambia  del no urbanizable al urbanizable y además se acaba con la distinción entre urbanizable programado y no programado, el no programado se equiparaba  al no urbanizable. Pues bien en nuestra legislación actual, especialmente en el R.D.L. del 96, lo que se establece es: suelo urbano, sigue siendo tasado, los servicios y características que hemos dicho antes A) sobre la consolidación de la edificación, y obliga tal como hemos dicho ,la jurisprudencia del Tribunal Supremo al planificador a clasificar como suelo urbano ; B) Suelo no urbanizable que igualmente a través de esta legislación se obliga expresamente a clasificar a aquel que tenga que estar protegido, veremos con que tipo de protección ; C) Suelo Urbanizable el que no sea ni urbano ni no urbanizable, por tanto se cambia radicalmente el concepto, el residual pasa a ser ahora el urbanizable, es un cambio que lo que  pretende es sacar al mercado mucho mas suelo urbanizable , ya veremos de qué forma .

Ese concepto se consagra no solo como Decreto Ley. sino como Ley en la Ley 7/97 ,de Medidas Liberalizadoras en Materia de Suelo y Colegios Profesionales y se plasma en la legislación estatal de la Ley 6/98 sobre  Régimen del Suelo y Valoraciones
, esta ley es la que plasma las competencias estatales en materia urbanística tal como señaló el Tribunal Constitucional , que son :el Estatuto de la Propiedad Inmobiliaria , las clases de suelo , el régimen de las valoraciones y la expropiación forzosa. Hay otras materias que siguen siendo competencia estatal que no fueron tocadas por el Tribunal Constitucional y que siguen en el texto refundido del 92 , son dispersas y a pregunta del que suscribe el Director General de Urbanismo sobre  el por qué no se incorporan también estas materias del Registro de la Propiedad , etc.. lo lógico, no se lo contestó , pero entre el año 96 y el 2000 la situación parlamentaria del Gobierno dependía de fuerzas nacionalistas que no le permitían aprobar un texto refundido en ese aspecto , porque era una nueva Ley estatal aunque fuera más reducida de carácter  integral , y por lo tanto optaron por la vía corta.

Esa es la razón única de que subsista como aplicación estatal plena el texto refundido del 92 del que quedan 30 o 40 artículos vigentes. En Materia de suelo no urbanizable  nos encontramos con que la legislación básica estatal en virtud del Estatuto de la Propiedad Inmobiliaria se refiere a los artículos 9º y 20º , y luego en materia de valoraciones , en cuanto al suelo no urbanizable , el artículo 26º.

En cuanto al R.D.L. del 96, que asume en  su filosofía la  del 98, clasificación necesaria , específica del suelo no urbanizable frente al modelo anterior de residual , necesidad de optar porque unos terrenos deban de estar protegidos ( por tanto excluidos del proceso urbanizador) que es la característica del suelo no urbanizable. Debemos señalar que se acaba con la discrecionalidad, por tanto con la clasificación como suelo no urbanizable que hasta ese momento tenía la legislación urbanística.

El Decreto Ley establece un elemento fundamental de seguridad jurídica para los ciudadanos, porque si  algún ayuntamiento quería hacer una faena, no es extraño cambiar clasificaciones de suelo urbanizable  a no urbanizable y es una técnica habitual, porque la facultad de clasificación en cada municipio  de la potestad del planeamiento
 que era claramente discrecional, como ha dicho el Tribunal Supremo en numerosas ocasiones y en este aspecto debemos citar una sentencia  paradigmática que es la de 22 de Mayo del 95 (Arz.3807) . Esta capacidad queda claramente limitada al obligarse a clasificar expresamente el no urbanizable por razones de protección, del paisaje, del ambiente, etc. En el texto del 96 , el R.D.L, la Ley del 97 y sobre todo el texto de la Ley 6/98 se establecía una posibilidad de clasificación de no urbanizable , no solo por la protección que establecían normas territoriales o legislación sectorial : aguas, carreteras, ley de conservación  de espacios naturales, ley autonómica correspondiente a  declarar un parque natural, etc. ; sino aquel otro que se decidiera por razones de interés municipal , esto es los suelos de reserva urbana que se establecían en la Ley del 56 , que no se clasificaban por que a los Ayuntamientos no les interesaba.

Esta era una concesión a la facultad de planificación  intervencionista que hacían los Ayuntamientos frente a las tesis absolutamente liberalizadoras que entraron en el 96. Esas tesis que me imagino que no prosperarían en su momento a nivel parlamentario por las razones de minoría del Gobierno , en el último Real Decreto Ley  de medidas liberalizadores , el R.D. Ley  4 /2000 se ha suprimido expresamente , en materia de suelo no urbanizable debe clasificarse el suelo no urbanizable por razones especificas de protección , ya sean protección porque lo diga la ley estatal o autonómica o el planeamiento territorial, un planeamiento territorial autonómico, un plan director , o un planeamiento de recursos naturales ( (el que sea) o porque el planeamiento municipal  general así lo desee pero por razones de protección del paisaje , agropecuarias, etc.

No cabe, porque ha sido expresamente suprimido, el  último inciso porque así lo considere un municipio, y eso es una limitación a la capacidad discrecional del planificador  expresamente, no cabe aquí discrecionalidad sino tiene que haber una motivación tal como se establece en el artículo 54 de la ley de Procedimiento Común
 en cuanto a ese acto de clasificación y no puede hacerse por otra razón, aquí la legislación estatal vincula.

II.- LEGISLACIÓN  VIGENTE

1.- Legislación estatal

Vamos a ver los criterios que se establecen en nuestra legislación vigente sobre el suelo no urbanizable, es la Ley 6/98  en los artículos 9º 20º y 26º. A éstos les tenemos que añadir la disposición adicional 4ª por los caracteres específicos              insulares.

Vamos al artículo 9º que es el más importante, que es básico, por tanto al ser básico susceptible de desarrollo por las legislaciones autonómicas , de hecho así se ha producido en el caso de la legislación gallega.

La legislación gallega tiene una peculiaridad como es del 97 tiene una instrucción de la Conselleria de Ordenación del Territorio sobre como se consideran determinados suelos a efectos  de la ley estatal , que es una interpretación normativa pero dictada por un órgano que no tiene capacidad para promulgar leyes sino en todo caso reglamentos.

En la  legislación de Castilla –la Mancha del año 98 , la de Aragón , la de La Rioja, cada Comunidad Autónoma ha ido aprobando sus leyes después de la sentencia del Tribunal Constitucional, respetando , eso si las bases estatales.             

El artículo 7º de la Ley 6/98 dispone como suelo no urbanizable o clases equivalentes reguladas por la legislación autonómica por eso es perfectamente lícito las denominaciones de suelo rústico que tienen las diversas Comunidades Autónomas que lo han seguido utilizando.

En cuanto al suelo no urbanizable según la Ley 6/98 tendrá la condición de suelo no urbanizable a los efectos de esta Ley los terrenos en que concurran algunas de las circunstancias siguientes, y por lo tanto son elementos tasados, sólo estas circunstancias, que han de incluirse en esta clase por estar sometidos a algún régimen especial de protección incompatible con su transformación de acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial.

· Planes de ordenación territorial
 son de competencia autonómica  , en el texto refundido del 76 de aplicación supletoria se habla de los planes directores territoriales de coordinación , una figura que entró con la Ley del 75 de la Reforma , que es una planificación a nivel supramunicipal de ordenación del territorio 

Las Comunidades Autónomas normalmente no quieren aprobar estos planes de ordenación territorial , por una razón muy sencilla , es un elemento de seguridad jurídica porque vincula a los planeamientos generales; si hay un plan territorial el concepto de supramunicipal que es en base al cual no se puede aprobar determinado plan general o puede aprobarse está condicionado y existe ya seguridad  jurídica, normalmente las  Comunidades Autónomas por eso excepto una o dos no han aprobado sus planes territoriales . Aquí en la Comunidad de Madrid desde el año 84 existió una Ley de carácter territorial
 que no se desarrolló más que a través de unas directrices escasísimas y a partir del 95 hay la figura de los planes de estrategia territorial , el plan general de estrategia territorial tampoco se ha aprobado por esa razón. Por lo tanto, si hay un planeamiento territorial urbanístico que fije los grandes usos, las vías de comunicación , etc. ahí puede establecerse que ese terreno determinado por razones territoriales de interés supramunicipal debe clasificarse como suelo no urbanizable. Los planeamientos territoriales específicos de ordenación del medio natural y rural como lo denomina la Ley de Madrid puede establecer la vinculación para el planeamiento general de que ese terreno tiene que clasificarse como suelo no urbanizable.

2.- La legislación sectorial

· La legislación sectorial
 : ¿qué tipo de legislación sectorial? , esto es, legislación urbanística , la medioambiental , la legislación demanial en bienes de dominio  público tanto en carreteras, costas, etc. la legislación de zonas y centros  de interés para la defensa nacional vigente en el año 75 que establece obligación de la clasificación de suelo no urbanizable para las zonas aledañas, etc. 

· En razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales, científicos ( no solo de protección de la naturaleza  y de las especies sino también porque algunas instalaciones, como una central nuclear que debe ubicarse en una zona despoblada y por tanto no urbanizable ) ambientales o culturales , de riesgo naturales acreditados en el planeamiento sectorial o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público , ya  se señaló que la ley valenciana clasificaba como suelo no urbanizable las láminas de agua, la superficie del agua, la ley de Madrid del 95 también sigue ese modelo y no solo habla de las láminas sino del lecho de los cauces etc. etc. , por si hubiese desecaciones , etc.; Por lo tanto quedan expresamente obligados a los planeamientos a que se clasifiquen  como suelo no urbanizable.

      En este aspecto es muy importante señalar que existe la Ley 4/89 del 26 de Marzo de Conservación de los Espacios Naturales de la Flora y la Fauna Silvestres
 , ha sido modificada en tres ocasiones pero no a efectos urbanísticos, para introducir una sentencia del Constitucional que obligo a la cogestión de los parques nacionales : Doñana ,Aigües Tortes, Covadonga, etc., junto a la figura de los parques nacionales que tienen su ley, el único parque nacional que se ha aprobado desde la Constitución para acá es el de los Picos de Europa , porque es supra-autonómico , es de tres comunidades autónomas : Asturias , Cantabria y Castilla-León . Pero si existe una figura que son los parques naturales , las comunidades autónomas a través de leyes propias pueden declarar determinados ámbitos como parque natural , por ejemplo la Albufera de Valencia, en Madrid hay tres parques naturales recientes , el de la cuenca del Manzanares del 85 que tiene varios grados de protección , zonas muy protegidas con suelo no urbanizable y otras, por ejemplo en Tres Cantos que tiene como parque urbano , el del Guadarrama que es del 99 y que establece todo el curso medio del río Guadarrama hasta Mostoles es suelo no  urbanizable lo cual ha hundido las posibilidades de planificación  de expansión de Majadahonda , Villanueva de la Cañada ,etc. que  es por donde pasa el Guadarrama y el parque regional del sur que es la zona de Ciempozuelos , Valdemoro, toda esa zona , que condiciona las planificaciones de esos Ayuntamientos. 

Castilla La Mancha tiene parques naturales como las Lagunas de Ruidera de la Comunidad Autónoma y las Tablas de Daimiel que son parque nacional .

Andalucía tiene  parques nacionales y parques naturales, por ejemplo Doñana tiene  dos zonas de protección diferente por un lado la que es parque nacional y la comunidad autónoma estableció otra zona de protección adyacente al parque nacional que es parque natural de la comunidad autónoma que tiene un sistema de protección  y tienen parques naturales y nacionales , casi todos los andaluces tienen adyacentes a la zona del parque nacional una zona de parque natural , como por ejemplo en Cazorla.

En la Comunidad Valenciana : la Albufera de Valencia  es parque natural , también tiene el Peñón de Ifach que tiene protección , etc.

En Murcia no hay parques nacionales pero si hay parques naturales autonómicos , por ejemplo toda la zona del Mar Menor y adyacentes.

Esas legislaciones son leyes para que haya un parque nacional o bien natural tiene que haber leyes votadas en Cortes o en la Asamblea Legislativa y establece una obligación para el planificador a clasificar el suelo como tal . Es vinculante directamente pero también establece unas limitaciones que no se pueden vulnerar por los planeamientos generales esa ordenación de usos en suelo no urbanizable, puesto que existe una figura de planificación que son los planes rectores de uso y gestión de los parques , que según la ley 4/89 de las legislaciones autonómicas establece como  pueden generarse  los aprovechamientos  en su caso de los parques; por ejemplo el parque de los Picos de Europa, el que sea parque no quiere decir que el señor que tenga ahí su explotación agraria de toda la vida o ganadera tenga que dejar de hacerla , pero si establecerá unas indemnizaciones por ataques de lobos, por ataques de osos....Luego veremos en cuanto a los usos más desarrollo de estas circunstancias.

Entre otras limitaciones debemos señalar la Ley de Patrimonio Histórico Español
 , la Ley 16/85,  esa ley  obliga, como  ya hemos visto, por ejemplo a los andaluces, las ruinas de Medina- Azahara está cerca de Córdoba y está declarada como suelo no urbanizable y es de interés cultural , la clasificación que realiza para proteger que no haya ahí construcciones  es porque su especial naturaleza de bien cultural en el que hay un conjunto de bienes a  proteger se establece esa protección por razones de interés histórico , razones arqueológicas e históricas que vinculan a la planificación general .

Debemos señalar que las Comunidades Autónomas pueden legislar también en esta materia , La Comunidad de Madrid tiene una ley del 98, sobre el Patrimonio Histórico de la Comunidad de Madrid  y hay otras comunidades que también lo tienen, Baleares , etc. La ley estatal del 85 donde aparece la figura fundamental como elemento  a proteger del “BIC” : bien de interés cultural , a  los efectos nuestros esto obliga a que se clasifique como  suelo no urbanizable .Eso en las zonas excluidas del proceso urbanizador porque hay jardines históricos y edificios históricos en los cascos aquí no tiene sentido utilizar la técnica del suelo no urbanizable como  elemento de protección porque lo que se hace es utilizar la técnica de la inclusión en catálogo , un catalogo de jardines, edificios o bienes inmuebles  a proteger .

Otro elemento  importante es la ley de Ordenación del Transporte Terrestre, la ley de 16/87.Aquí debo señalar que la ley de Ordenación de Transportes  Terrestres considera como  todas las vías y zonas adyacentes bienes de dominio público , como hemos visto es un elemento de protección y esos bienes de dominio público cuando no transcurren en suelo urbano, esto es , las vías dentro de los cascos de las ciudades , que quedan muy pocas, y las que quedan suelen estar enterradas como en Getafe, en Madrid hay alguna vía , etc. escasamente en los cascos, pero el mayor parque de raíles en España está en suelo no urbanizable , expresamente protegido y por esas razones considerado como bien de dominio  público por la Ley de Ordenación de Transportes Terrestres 16/87.

Otra legislación a tener en cuenta es la Ley de Carreteras, la ley 25/88 no solo porque obliga a clasificar como protegido y no urbanizable esos terrenos en los cuales haya carreteras en los espacios interurbanos, sino porque las construcciones e instalaciones que puedan ser autorizables al borde de las carreteras tendrán que demostrar su vinculación a ese servicio público que es el de carreteras y tendrán que tener una serie de autorizaciones; si ustedes quieren hacer una gasolinera pegada a una nacional como es habitual , tendrán que tener tres o cuatro autorizaciones, tendrán que   tener la de la dirección general de carreteras, otra de industria por la peligrosidad de la instalación  conforme al reglamento de carburantes del 88, y luego  la autorización de la comisión  provincial de servicios técnicos o de la comisión de urbanismo en caso de las  autonomías uní provinciales previas a la licencia municipal, por tanto cuatro autorizaciones . 

En general estas son algunas
 de las limitaciones dentro de leyes que se pueden realizar, leyes o planeamientos territoriales ya sean sectoriales o urbanísticos.

3.- Aprovechamiento del suelo no urbanizable

La segunda característica es que el planeamiento general considere necesario preservar, por los valores que se ha hecho referencia : los de carácter paisajístico, ganadero , ambiental, etc., a que se han hecho referencia en el punto anterior  por su valor agrícola, forestal , ganadero , por sus riquezas naturales ; esta es la modificación que se ha hecho de este precepto por el R.D.L. 4/2000 antes también se añadía “ u otros que se consideraran por parte del municipio”, aquí el municipio se ve condicionado y tiene una potestad reglada en cuanto la clasificación de suelo  no urbanizable :o es el que le viene predeterminado por planeamiento territorial, planeamiento sectorial supramunicipal , legislación sectorial supramunicipal del tipo que sea, para considerarse suelo no urbanizable o es el que él considere para proteger en base a esos criterios que establecían las legislaciones sectoriales: ganadero , cinegético , forestal, etc, en ningún caso aquél que quiera proteger o excluir del proceso urbanizador por razones económicas , del modelo de ciudad, etc. , eso ya no es posible , era posible hasta el R.D.L. 4/2000 de junio de este año pasado, por tanto establecer un procedimiento para liberalizar más el suelo. 

Ese R.D.L. del 4 de junio tiene expresamente esa incidencia en el suelo no urbanizable.

Vamos al siguiente precepto que es centro del Estatuto de la Propiedad Inmobiliaria
 , esto es el conjunto de derechos y deberes que les corresponden a los propietarios de suelo no urbanizable . Un Estatuto es un conjunto de derechos y deberes otorgados unilateralmente por norma ; como el estatuto de las CC. AA. o el de los funcionarios, pues bien, el  Estatuto de  la Propiedad Inmobiliaria a los efectos del suelo no urbanizable que es aquel que hemos visto que viene protegido por una norma y el propietario se ve afectado , y ¿qué derechos y deberes tiene? pues bien , vamos a verlos.

Las potestades del suelo también es básico por lo tanto susceptible de desarrollo por las CC. AA. , de hecho en la Comunidad de Madrid en el artículo 73 de las ley 9/95 se desarrollan estos aspectos. 

Los propietarios del suelo clasificado como no urbanizable tendrán derecho a usar, disfrutar y disponer de su propiedad de conformidad con la naturaleza de los terrenos, debiendo destinarlos a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos u otros vinculados a la utilización racional de los recursos naturales y dentro de los límites que en su caso establezcan las leyes o el planeamiento , excepcionalmente a través del procedimiento previsto en la legislación urbanística podrán autorizarse actuaciones específicas de interés público previa justificación de que no concurren las circunstancias previstas en el apartado 1 del artículo 9 de la presente Ley -  que es el referido a especial protección por razones medioambientales- .¿ Esto qué es? fundamentalmente el sistema, con las limitaciones que habíamos visto, del texto refundido del 76 . Los usos comunes del suelo no urbanizable son el destino ( agrícola, ganadero, cinegético, forestales o análogos) ; se posibilitan otros usos excepcionalmente y previa autorización administrativa, por lo tanto no puede decir el legislador estatal que tiene que haber una autorización previa de la Comunidad Autónoma , será la propia legislación de la  C.A. la que lo señale ,pero en la práctica lo señalan todos y este es el destino fundamental .

Este es el Estatuto del suelo no urbanizable fundamentalmente, en cuanto a la legislación estatal. Forestal, ganadero, cinegético o agrícola , esos son los cuatro usos principales . ¿Qué quiere decir esto , que no se puede hacer un almacén de productos agrícolas? Sí , porque está conforme a ese destino, conforme a la determinación de la legislación urbanística de cada C. A. que puede fijar unas parcelas mínimas o no .¿Qué no se puede construir una casa en medio de un bosque, una casa de troncos? Sí, pero requiere autorización .Instalaciones no normales que sean vinculadas a uno de estos cuatro usos principales. La vinculación tiene que ser directa , no cabe interpretativa; todos aquellos que hayan realizado alguna acción profesional en este aspecto ya habrán visto que la imaginación no tiene límites en cuanto lo que debe de ubicarse en el suelo no urbanizable, por una sencilla  razón, el suelo no urbanizable, el suelo rústico vale mucho menos que el suelo clasificado .Esto es desde un punto de vista legal, se ha de admitir que por ineficacia de las leyes de disciplina urbanística no haya incluso edificaciones industriales en suelo no urbanizable por  eso el planificador en ese momento debe legalizarlas sin perjuicio de la existencia de normas para la restauración del orden urbanístico alterado y sancione por el incumplimiento de esas normas.

4.- Valoraciones

Vamos a continuar, conforme a los modelos autonómicos, no vamos a ver todos los tipos de construcciones e instalaciones que se pueden dar pero vamos a acabar con la legislación estatal y vamos a ir a las valoraciones.

Aquí tenemos una circunstancia , antes conforme a  la legislación vigente podíamos colegir de la posibilidad de que se estableciera una vinculación singular a través   de la clasificación como  no urbanizable ,alguien que lo tiene urbanizable se le cambia la clasificación y se le establece una                       vinculación singular , desde el punto de vista urbanístico y eso ha dado lugar a indemnización por la limitación que establece el planeamiento; igual que si ustedes les meten una casa en el catálogo y no pueden derribarla , o lo mismo que una declaración de ruina que no se produzca porque ustedes solo tienen el deber legal de conservación hasta el 50% del valor  , si se le impide por actuación administrativa ustedes pagan solo el 50% el resto , lo que exceda de ese valor legal lo tiene que pagar la administración.

Eso ya no existe porque la vinculación singular no puede existir porque el planeamiento no puede variarse de urbanizable a no urbanizable porque el no urbanizable es tasado y por razón de especial protección , por lo tanto ya no se puede dar esa circunstancia de vinculación singular por legislación y planeamiento urbanístico , si podrá haber una vinculación singular por legislación medioambiental que alguien por decisión de una asamblea legislativa le declaren esa zona como parque natural y que el Plan rector y ordenación de usos y gestión de ese parque no pueda realizar todas las construcciones que deseara  y si hay indemnizaciones será por otra vía que no es la urbanística, porque la plasmación del planeamiento                      urbanístico es un mero acto de aplicación , la clasificación del tipo de suelo.

Vamos al valor del suelo no urbanizable conforme el artículo 26 de la Ley 6/98 , y aquí a diferencia de los otros dos preceptos el 9º y el 20º que son básicos, por lo tanto susceptibles de ser desarrollados por la legislación autonómicas, el artículo 26º es pleno por lo tanto de aplicación directa sin variación ni desarrollos por parte de las CC. AA.

El valor de este suelo
 se determinará por el método de comparación a partir de fincas análogas a estos efectos, la identidad de razón  que justifique la analogía deberá tener en cuenta el régimen urbanístico, la situación, tamaño y naturaleza de las citadas fincas en relación con la que se valora así como en su caso de los usos y aprovechamientos de que sean susceptibles. ¿Qué nos encontramos aquí? ,el método de comparación fundamentalmente defecto del método de comparación luego vemos que existe el sistema de capitalización de rentas .

El método de comparación debe establecerse en virtud de fincas análogas , el criterio de analogía . La comparación para supuestos idénticos o parecidos, cuando no hay posibilidad de que sean totalmente idénticas, pero es una valoración desde el punto de vista no urbanizable o rústico.

El segundo precepto de valoración es, el supuesto que no se haya podido realizar por analogía y comparación 
 con otras fincas, que señala exactamente la ley : “ cuando por la inexistencia de valores comparables no sea posible la aplicación del método indicado en el punto anterior, el valor del suelo no urbanizable  se determinará  por la capitalización de las rentas anuales o potenciales del suelo y conforme a su estado en el momento de la valoración” . Esto es la fijación conforme a lo que señala la Ley Reguladora de Haciendas Locales 39/88 en el artículo 88.2 de valoración , en cuanto a la capitalización, ¿esto qué es?, pues las rentas que se han obtenido durante x años se capitalizan al 10%. Aquí hay que tener en cuenta, lógicamente, la situación y la conservación , no es lo mismo la capitalización de rentas de una finca que esté nueva y sobre la que se han hecho mejoras, a una que sigan funcionando con arado de bueyes, etc. Con esto no entramos en los métodos  de valoración de otras circunstancias como es el R.D.1020/93 que es el que asume fundamentalmente la Ley 6/98 en cuanto a las valoraciones urbanísticas porque no pueden tener naturaleza urbanística los suelos clasificados como no urbanizables , error en el que caen continuamente muchas administraciones. Pero igualmente debemos señalar que en cuanto a los efectos valorativos hay otras normas como la O.M. de Valoración del Mercado Hipotecario, etc que pueden establecer unos criterios valorativos que intenten acercarse al mercado en esas  circunstancias de cercanía con suelos urbanizables , de todas maneras eso es favorecer la especulación .

Bajo un prisma tradicional de poblamiento , el suelo rústico les otorga una edificabilidad, unas posibilidades de demoler la antigua construcción y edificar una nueva, cediendo un aprovechamiento para que se amplíen viales, y que la administración  realice las obras de mejora necesarias para el acceso etc. , pero como es anterior a la ley 6 /98 lo que hubo que hacer en el paradigmático caso gallego, que a mi juicio no es jurídico, es una instrucción del Conselleiro de Política Territorial, la instrucción 1/98
 , que considera a los efectos de las clases de suelo estatal de la ley 6/98, ese suelo de núcleo rural que era suelo rústico como suelo urbano , a los efectos de clasificación, es una interpretación  no muy jurídica porque un instrucción , ya saben que el artículo 21 de la Ley 30/92 Sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas  y de Procedimiento Administrativo Común regula lo que son las instrucciones y las ordenes de servicio y no tienen carácter normativo en ningún caso , solo vincula a los funcionarios que están sometidos por el principio de jerarquía , muchísimo más sencillo un decreto de desarrollo ,sería una  modificación que las CC. AA. son unicamerales no tienen que hacer un proceso tan largo de legislación como el Estado .

5.- Legislación autonómica

Aquí nos encontramos por tanto con  los modelos autonómicos y en los modelos autonómicos hay ahora mismo 15 y habrá  17 modelos autonómicos. Muchos solapan y tienen muchas variaciones. 

Vamos a ver algún modelo fundamental, así tenemos la Ley 6/90 de 8 de abril de Asturias Sobre Edificación y Espacio Rural,
 que habla ya del núcleo rural como dentro del suelo no urbanizable con capacidad de articular poblamientos . 

La Ley 9/94  de Cantabria
 , también de Usos Rurales . La Ley 4/92 de Valencia sobre Suelos no Urbanizables. La Ley Navarra 10/94. La Ley de Baleares de Suelo Rústico de 8 de Julio de 97 : La Ley Gallega 1/97.La Ley de Castilla –León 5/99.

En Aragón
 , por ejemplo, nos encontramos con que tienen la condición de no urbanizable los terrenos que deban incluirse en esta clase por concurrir alguna de las siguientes circunstancias :

 _ Estar sometidos a algún régimen especial de protección de acuerdo con las directrices de ordenación territorial , son las figuras del planeamiento territorial especial de la Ley de Ordenación Territorial Aragonesa, los planes de Ordenación de los Recursos Naturales (otra figura de ordenación territorial ), o la legislación sectorial en atención a sus valores paisajísticos, culturales, ambientales o por causa , limitaciones, servidumbres de protección del dominio público.

_ Estar incluidos por el plan general  en tal clase por los valores antes dispuestos o por razones agrícolas , forestales, ganaderas, riquezas naturales o por ser inadecuados al desarrollo urbano. ¿Qué ocurre con este último párrafo? Que la ley de Aragón que es del 99 tiene que adaptarse al R. D.L  4/2000  y todavía no se ha adaptado porque en su momento sí establecía los criterios de clasificación de la Ley 6/98  pero al ser modificada la Ley 6/98  por el R.D.L. 4/2000 también  tendrán que modificarse las legislaciones autonómicas .


En el suelo no urbanizable de Aragón se distinguen varias categorías , dos categorías fundamentalmente: El suelo no urbanizable especial y el genérico. ¿Por qué se habla de categorías? Porque los preceptos estatales son básicos y aquí hemos visto que se los han calcado adaptándolos a la Comunidad Autónoma a través de las figuras propias de la ordenación territorial pero a través específicamente de una legislación propia. 

En el especial y por tanto, susceptible de desarrollo , se integran los terrenos que el plan general incluyan en tal categoría , los que reúnan las características de protección por el planeamiento territorial, los que presenten condiciones susceptibles de generar graves y justificados problemas geotécnicos ,morfológicos , hidrológicos o cualquier  otro riesgo natural
 que desaconseje su destino a al aprovechamiento urbanístico por los riesgos eventuales para aquellas personas y bienes. Hay que tener en cuenta que en Aragón la tragedia de Biescas marcó mucho y obviamente las causas naturales que en su momento aunque tenía licencia el camping ,etc., pudieran ser autorizables establece una clasificación como no urbanizables para evitar , por estas razones geotécnicas, de recursos naturales o de riesgos, su clasificación y esta es la razón fundamental de esta formulación legal.

En municipios que carezcan de plan general o sí lo tengan pero no tengan la condición de  urbanos , los cauces de corrientes naturales, continuas o discontinuas, las riveras y zonas de policía de 100m . de anchura desde las corrientes continuas, los terrenos situados en una zona de 200m. de anchura desde la cota correspondiente al mayor nivel ordinario de las aguas de  lagunas estanques naturales y embalses superficiales,  los espacios situados en una zona de  10 m. de anchura a cada lado de las áreas arboladas que formen un ribazo o hilera de arbolado de longitud  superior a  100 m. , las áreas arboladas compactas con densidad de arbolado superior a un árbol cada 30 metros cuadrados  siempre que no sean objeto de cultivo agrícola, los terrenos con pendiente media superior al 25%, las áreas destinadas a pastos por encima de los  1000 m. de altitud.

Ya saben que la Constitución establece una obligación de protección a la agricultura de montaña, que las leyes sectoriales así lo han desarrollado, hay una ley de  protección a la agricultura de montaña estatal del año 80, y que en virtud de esa protección a la agricultura de montaña establecen esas limitaciones a las construcciones , es como la vieja lucha en el Oeste Americano entre los ganaderos y los labradores en cuanto al vallado o no,, esa ley de protección a la agricultura de montaña posibilita eso._ los terrenos situados a más de 2.000 m. de altitud y las áreas delimitadas por el Gobierno de Aragón y los espacios protegidos según una normativa específica. Esto es el especial.

El genérico es , por tanto, todo el que no es especial, aunque pueda haber con carácter transitorio suelos urbanizables .Ya sabe que la Ley del 98 resucita en parte lo que es el suelo programado y no programado habla de suelo delimitado y no delimitado en el suelo urbanizable, mientras no esté delimitado lo equipara al suelo no urbanizable; esto es muy discutible pero lo han cogido rápidamente las CC. AA. y por ejemplo  la Ley del Suelo de la Comunidad Madrid 9 /2001 ya habla de suelo  urbanizable sectorializado y no sectorializado , a través de un plan de sectorización , es volver a los P.A.U. , en Madrid nunca se ha  derogado la figura de los P.A.U..

En Asturias tenemos la ley que ya hemos señalado y tenemos una protección en las siguientes clases de suelo:

Suelo de especial protección por los valores excepcionales  de cualquier género que le hagan merecedor de esa protección, que sea del tipo que sea ( histórico, medioambiental...)

Suelo de interés . compuesto por aquellos terrenos protegibles por su singularidad agrarias o paisajísticas. Ya no es excepcional, no es el medio natural , ni histórico pero tiene interés.

Suelo no urbanizable de costas
: que deben establecerse las protecciones _ ya saben que la Ley de Costas establece hasta 500 m. para efectuar la ordenación territorial con un grado de protección después de la zona de dominio público y de servidumbre.

Suelo no urbanizable de infraestructuras : todos aquellos que resulten afectados por la localización de infraestructuras básicas o de transporte , no solo en virtud de la Ley de Ordenación de  Transportes Terrestres , como veíamos en las vías de ferrocarril, sino también en autopistas, autovías, etc, 

Suelo de núcleo rural: que es un objeto de ocupación residencial , es muy habitual en Asturias , y no se crean que en pueblos ,alejados el propio Oviedo tiene el casco y luego tiene muchos núcleos dispersos, hacia la fábrica de armas de Trubia y todo eso es término municipal de Oviedo y hay mucho núcleo rural que es objeto de ordenación y clasificación de no urbanizable  pero con esa subclasificación que permita una aprovechamiento

Genérico: que no es incluible por su naturaleza o situación en otra de las categorías anteriores. 

En la regulación de las Islas Baleares tenemos que referirnos a la legislación que hemos señalado del 97 y señalamos que ahí se emplea de nuevo el término rústico. Constituye el suelo rústico el equivalente a suelo no urbanizable por tanto , conforme a la legislación estatal, los espacios cuya función relacionada con el medio rural , la estructura del territorio o el equilibrio ecológico determina que se preserven de los procesos de desarrollo urbanístico y que se protejan los elementos de identidad que los caracterizan, en este caso se incluyen en estos terrenos todos los que sean especialmente singularizables pero con las siguientes particularidades: Respecto del dominio público se prevé la condición de rústico del marítimo-terrestre y del hidrológico, también se prevé como suelo rústico los terrenos que conjunta o aisladamente formen unidades paisajísticas que se intenten conservar. También los terrenos con valor etnológico .

La subdivisión de suelo rústico en Baleares se establece en dos grandes clases: protegido y común. Esta división que hemos visto que tienen tanto Aragón como Baleares y en parte la Comunidad de Madrid , en la ley 9/95 tiene su origen en el texto refundido del 92 , que estableció , con un exceso en la refundición , dos tipos de clases de suelo no urbanizable : un suelo no urbanizable común y un suelo no urbanizable de especial protección . En el común se permitían todas las construcciones o instalaciones con autorización .

La legislación de Castilla - La Mancha  distingue entre suelo rústico protegido en base a protección ambiental, protección estructural, o protección de infraestructuras y equipamientos y suelo rústico de reserva. 

El suelo rústico de reserva entendemos que no se adecuaría ahora a la legislación estatal, esto es en los Municipios con un plan de ordenación municipal, en los Municipios sin plan de ordenación municipal es suelo rústico sujeto a la clasificación que hemos señalado antes todo aquel que no es urbano, por lo tanto se sigue el modelo estatal antiguo. 

En la legislación de Castilla  y León la ley 5/99 de 8 de abril
 , se establece una legislación optando por el modelo que hemos señalado de suelo rústico con 8 categorías dentro del suelo rústico , así tenemos:

1º.- Suelo rústico común: que es una categoría residual que agrupa a los espacios no integrados en las otras categorías que vamos a ver posteriormente.

2º.- Suelo de entorno urbano que es el que se reserva expresamente para no comprometer el desarrollo futuro , es el antiguo suelo de reserva urbana que veíamos antes, y que también sería interpretable visto que  es del 99 su adecuación a la legislación básica estatal tras el R.D.L 4/ 2000 

3º.- Suelo con asentamiento tradicional: son aquellos terrenos que el planeamiento considere precisos para conservar formas tradicionales de asentamientos humanos sobre el territorio . Porque Castilla Y León  no es de la intensidad que tienen las poblaciones cantábricas pero si tiene una dispersión del asentamiento poblacional.

4º.- Suelo con protección agropecuaria: espacios que el planeamiento considera necesarios para proteger por su interés calidad o características agrícolas o pecuarias

5º.- Suelo con protección de infraestructuras: Espacios ocupados actualmente o que vayan a ser ocupados por infraestructuras y sus sistemas de protección y de defensa que no sean susceptibles de aprovechamiento                   por ejemplo el tren de alta velocidad, el AVE correspondiente por ejemplo aquí en la Comunidad de Madrid tiene ya su desarrollo sale por la zona de La Granja y después atravesando un túnel que pasa de Soto el Real y atraviesa toda la sierra de Somosierra ,todo ese espacio tiene que ser declarado suelo no urbanizable, para el futurible tren de alta velocidad.

6º.- Suelos con protección cultural : terrenos ocupados por inmuebles declarados bienes de interés cultural , los BIC de los que hemos hablado antes de la Ley 16/85 o legislaciones autonómicas equivalentes , o catalogados por el planeamiento o próximos a los mismos , por ejemplo son clasificados como no urbanos los terrenos cercanos a zonas arqueológicas, etc. 

7º.- Suelos con protección natural: son terrenos calificados como zonas de reserva o de uso limitado de los espacios naturales protegidos cauces naturales, riberas y márgenes, lecho o fondo de lagunas y embalses según su normativa específica  (la ley de Aguas del año 85) Aquí , a diferencia de la ley valenciana del 92 también los lechos y fondos son clasificados como no urbanizables.

8º.- Suelos con protección especial: son los terrenos amenazados por riesgos naturales o tecnológicos incompatibles con la urbanización así como otros que el plan considere preservar por razones justificadas , y vuelvo a reincidir lo mismo sobre el R.D.L. 4/2000.

El riesgo tecnológico que hemos visto antes se refiere , en los de protección especial , se refiere en concreto a posibles eventualidades derivadas del mal funcionamiento de instalaciones, aparatos técnicos o mecánicos  establecidos en el territorio. El ejemplo paradigmático es el escape en una central nuclear , lo lógico es que la zona alrededor de una central nuclear sea considerada suelo no urbanizable.

En Navarra se establecen unos usos constructivos y los que no son constructivos , dentro del suelo no urbanizable 
.

En Baleares, como ya hemos dicho, la ley del Suelo Rústico de 8 de Julio del 97, establece también como singurlaridad la existencia de parcelas mínimas que varían , en Mallorca y Menorca son 14.000 metros cuadrados el suelo no urbanizable, en Ibiza son 7.000 y en Formentera son solo 6.000 , pero tiene su lógica teniendo en cuenta la superficie de las islas .

En Galicia la Ley 1/97 de 4 de Marzo sobre el Suelo , establece sobre todo los núcleos rurales como elemento de común a la legislación  asturiana , cántabra y , como veremos después, la de Castilla y León, que establece en el tercer modelo con asentamiento tradicional con suelo rústico equiparable. 

Aquí nos encontramos con que la citada ley acepta los núcleos rurales, eso sí, hay una posibilidad de huida del suelo rústico y un aprovechamiento urbanístico más considerado como urbanizable en la propia ley gallega porque a pesar de que , para suelo urbano la instrucción 1/98 del Conselleiro equipara los  suelos de núcleo  rural a suelo urbano , nos encontramos con que mediante planes parciales la ley gallega puede habilitar para que parte de suelo rústico se  incorpore  directamente, sin que sea reclasificado por un plan general, eso sí tiene que ser suelo rústico común, no del especialmente protegido , lo cual se superaría con una adaptación a la legislación estatal tras el R.D.L. 4/2000 pero que en su momento era novedoso y escandaloso, sin poder superar la densidad media del plan general de ordenación urbana en suelo urbanizable para todo el término municipal , pero es una reclasificación mediante plan parcial que yo es la primera vez que la he visto en la legislaciones posteriores al 75 porque en el 56 en la práctica se permitía aunque no era muy adecuada. 

Los artículos 110, 117 y 118 del texto refundido de la Ley del Suelo de la legislación catalana
 establece una regulación muy parecida a la legislación estatal del 76, se clasifican como no urbanizables los terrenos que el plan no incluya en otra clase, en municipios sin planeamiento todos los terrenos que no son suelo urbano y los espacios que se determinen para una especial protección en razón a su excepcional valor agrícola , etc, etc. y puede ser común o protegido.

Aquí tenemos la singularidad de que los terrenos forestales han de clasificarse obligatoriamente como suelo no urbanizable por la Ley Forestal de Cataluña que es la Ley 6/1988. Esta circunstancia singular de la legislación forestal la tenemos también en la Comunidad de Madrid ; la Ley Forestal de la Comunidad de Madrid, 10/ 1994 obliga a clasificar aquellos montes calificados como montes y espacios forestales expresamente como suelo no urbanizable, y excluye de la aplicación de la Ley Forestal aquellos terrenos que aunque tengan naturaleza boscosa el planeamiento  general  municipal tenga en ese momento de aprobación de la ley clasificado como suelo urbano o urbanizable. 

En La Rioja se adecua plenamente a la Ley 6/98 antes del R.D.L. , con las siguientes particularidades: se puede clasificar como no urbanizable  los suelos cuyos caracteres geotécnicos o morfológicos aconsejen no ser destinados al aprovechamiento urbanístico bien porque su costes de establecimiento sean desproporcionados  o bien para evitar la erosión, hundimientos, inundaciones, etc..En caso de terrenos que se considere oportuno excluir del desarrollo urbanístico conforme a la estrategia territorial del plan general , se exige justificación expresa , una motivación , lo cual era un buen criterio de La Rioja a raíz de la Ley del 98 en virtud de la consagración del principio de seguridad jurídica del artículo 9º de la Constitución y el deber de motivar del artículo 54 de la Ley de Procedimiento, pero no tiene sentido con el R.D.L 4/2000 .

El suelo no urbanizable se clasifica en La Rioja en especial y genérico, y además se puede delimitar áreas específicas dentro de las cuales se pueden realizar ciertas obras e instalaciones , en el genérico en el especial evidentemente no.

En Madrid, luego lo veremos, que en Madrid las posibilidades de autorizaciones vamos a seguir  el modelo de la Ley de Madrid por no irnos a cualquier otra legislación, ya que estamos en Madrid , seguiremos la Ley 9/95 de Medidas de Política Territorial y suelo Urbano de la Comunidad de Madrid (derogada casi en su integridad por la ley 9/2001) los artículos 49 y siguientes regulan el régimen del suelo no urbanizable, esto deroga los artículos 14 y 15  de la Ley de Medidas de Disciplina Urbanística del 84, y ahí tenemos las autorizaciones y hechos autorizables , construcciones permisibles en la Comunidad de Madrid.

 Se sigue el modelo de la Ley valenciana del 92
, se clasifican las masas de agua y los terrenos adyacentes, las vías pecuarias, lo cual viene a confirmar la ley estatal del 95, y una Ley autonómica del 97 de Vías Pecuarias, el régimen específico de preservación , protección o mejora de la flora y fauna , los terrenos de relevante valor natural, los de características geotécnicas o morfológicas que desaconsejen su destino al aprovechamiento urbanístico, los inmuebles que han sido temporal o definitivamente excluidos del desarrollo urbanístico, ; siempre que no se clasifique en otras categorías. Esta es una norma de carácter residual y es contraria a la Ley 6/98, por lo cual no será de aplicación. Y el suelo se clasificaría: en suelo no sujeto a un régimen de protección y suelo sometido a un régimen de protección, por tanto sería el modelo del Texto refundido del 92. 

En Navarra la Ley Foral 9/1996 y la Ley de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Navarra, en los artículos 7º y del 23 al 41 de esta ley y en el artículo 3º de esta, establece como terrenos no urbanizables aquellos que deben incluirse por el planeamiento en esta clase por sus características y vocación rústica, lo cual en derecho se llama concepto jurídico indeterminado porque la vocación rústica , algo puede ser rústico o no rústico dependiendo de las normativas por ejemplo valoración catastrales ,si tiene una clasificación  catastral o no independientemente de urbanismo, pero lo que tiene o no vocación de rústico es interpretable por lo tanto es un concepto jurídico indeterminado que puede dar lugar a arbitrariedad.

 Los terrenos que estén entre los anteriores que estén necesitados de acciones de recuperación  por haber sufrido incendios o devastaciones , aquí hay una limitación que se ha acogido en otras legislaciones como la gallega y en la madrileña que establece que cuando un terreno ha sufrido un incendio queda obligado a su no modificación en cuanto a su clasificación  no urbanizable en un periodo de 10 años , como garantía para evitar la especulación, con eso se acabó con muchos incendios que hubo en Galicia durante bastantes años, porque parece ser que no eran todos por causas naturales. 

Los terrenos clasificados como reservas integrales , que son espacios de extensión reducida y de excepcional valor ecológico  y con una protección menor los enclaves naturales , y por último tenemos una zona que ya no es tan protegida pero que si se delimita que son las áreas naturales recreativas , espacios de esparcimiento. 

Por último se establece un grupo que son los que no se clasifiquen en otra categoría, lo cual repetimos no es conforme a la legislación básica estatal .Estamos viendo que se repite en muchas autonomías esa inadecuación  a la legislación básica estatal

Las categorías de suelo no urbanizable serán : de espacio natural
 , forestal de alta productividad agrícola, de mediana productividad agrícola o ganadera , genérico (carácter residual  en el cual se integrarían los que no se pudiesen incluir en otra categoría) ,de afectaciones específicas (integrado por suelos con destino especial concreto) que a su vez se divide en : suelo no urbanizable de infraestructuras existentes (por legislaciones de abastecimiento de agua, saneamiento, lucha contra la contaminación...)aguas protegidas tanto superficiales como subterráneas  ( ya saben que el subsuelo urbanístico también es objeto de regulación y de aprovechamiento) , entorno a núcleos de población , entornos de inmuebles de interés de carácter cultural , e itinerarios de interés. Estos itinerarios de interés es una legislación muy singular de las Comunidades por las que pasa el Camino de Santiago. En Galicia hay una Ley del año 96 de protección del Camino de Santiago y todo el Camino tiene esa protección  , primero fue Galicia , luego Navarra, Castilla  y León está en ello y se está haciendo una protección del antiguo Camino declarándolo suelo no urbanizable con especial protección.

En el País Vasco tiene tres categorías  el suelo no urbanizable :protegido, de núcleo rural ( equiparable , con sus peculiaridades a lo que hemos establecido en Galicia, Castilla  y León, etc. los pueblos de la Cornisa Cantábrica tiene en común que están incluidos en las clasificaciones anteriores)Hay una peculiaridad en cuanto al común en la legislación vasca que paradójicamente es la única que se ha adaptado a la legislación estatal del R.D.L.4/2000 pero variándolo .

Por último, la legislación valenciana que ya hemos explicado, en cuanto al suelo no urbanizable de especial protección se integra  en todo caso los terrenos sean de dominio público marítimo o hidráulico
 , los que estén sometidos a un régimen de protección conforme a la legislación territorial, urbanística o sectorial, los que gocen de valor natural de carácter relevante agrícola, medioambiental o  similar , y luego esté el suelo no urbanizable común que se divide en: terrenos de valor agropecuario y terrenos preservados del desarrollo urbanístico por la estrategia territorial elegida, que son los que no serían adecuados a la legislación estatal del año 98 , con lo cual son los que en principio podrían decaer .

6.- Uso característico del suelo no urbanizable

Con estas características generales de los modelos autonómicos nos debemos centrar ahora en el uso característico del suelo no urbanizable .

Dentro del uso característico del suelo no urbanizable  tenemos que señalar que el uso característico primero se compone de dos elementos fundamentalmente: una característica de exclusión –es un suelo excluido del proceso urbanizador, por lo tanto es una característica que delimita con carácter negativo, esto es , no se puede destinar a usos urbanísticos, y ahí nos encontraremos, como luego veremos, la prohibición de parcelaciones, y por otro lado la característica positiva en cuanto a la posibilidad de realización de uso del suelo, de edificación, previa autorización en determinados supuestos excepcionales .Y una característica general que  es el destino de sus usos que son , salvo esas excepciones, el destino fundamental en cuanto a la vinculación a usos agrícolas, ganaderos, cinegéticos y forestales.

Aquí hay que distinguir fundamentalmente, como hemos visto en el elenco de legislaciones autonómicas, aquellas que consideran el supuesto de núcleo rural.

El núcleo rural con carácter general es una pequeña construcción urbana en suelo rústico, de hecho salvo el exceso de  Galicia que mediante instrucción se consiga los efectos de suelo urbano, eso es suelo no urbanizable que es susceptible de un pequeño uso de  urbano, incluso de que haya una cierta pavimentación de las calles, que haya unos ciertos servicios urbanos como farmacia, etc.. Está vinculado a un sistema tradicional de poblamiento .fundamentalmente los pueblos de la Cornisa Cantábrica y algunas poblaciones de Castilla y León, y lo hemos visto en todas y cada una de las legislaciones autonómicas porque así lo ampara.

Ese suelo de núcleo rural  establece diversas posibilidades de usos condicionados a la existencia de ese núcleo rural. En principio deben ser de servicio a la población nada más , y esa población la rural. ¿Qué usos se pueden permitir ahí? Fundamentalmente los ligados a la producción agrícola y ganadera, pero incluso se podría autorizar una pequeña industria de transformación agropecuaria , instalaciones vinculadas a las explotaciones pecuarias , de ganadería , de materias lácteas, etc....

Por ejemplo en el País Vasco
 la limitación de este núcleo rural tiene que constituir agrupaciones de 6 o más caseríos en torno a un espacio público que los aglutina con tal carácter.

En la legislación asturiana no se establece una limitación de ese núcleo rural, ni en la gallega, sino que tiene que tener la característica de uso común en cuanto al espacio; tiene que estar reconocido por el planeamiento tradicional.

Dejando al margen las circunstancias de los de núcleo rural por su especificidad , sí nos encontramos con dos grandes tipos de usos : usos permitidos y usos prohibidos; y dentro de los permitidos : permitidos con carácter general y permitidos con carácter excepcional.

El uso prohibido con carácter general  es el urbanístico, por lo tanto el derivado de actividades de parcelación urbanística, las parcelaciones
, esto es la división del terreno en lotes susceptibles de un uso urbanístico están expresamente prohibidas tanto por la legislación estatal como por las legislaciones autonómicas , ya saben ustedes que para que pueda realizarse una  parcelación en el registro de la propiedad necesita una previa licencia municipal , sino el notario no le otorga la escritura y el registrador no la puede inscribir , por lo tanto esa prohibición es con carácter general. Esto no quiere decir que no se pueda dividir el suelo rústico, porque conforme a la legislación agraria tradicional la Ley de Modernización de Explotaciones Agrarias 12/95 estatal y todas las legislaciones agrarias autonómicas de desarrollo se establece una figura que es la unidad mínima de cultivo , que es una unidad que fijan las CC. AA. competentes en materia agrícola que establece la superficie mínima para que una explotación agraria sea viable en esa Comunidad . En la Comunidad de Madrid está regulado por un Decreto del Consejo de Gobierno del año 88 y se fija, (la Comunidad de Madrid ni tiene mucha extensión agrícola como Extremadura) , ni tiene escasez como La Rioja por ejemplo, no hay ni minifundios ni latifundios es una cosa media, pues bien , en la Comunidad de Madrid tiene su regulación en cuanto a unidad mínima de cultivo 1 Ha. para regadío y 3 Ha para secano, y tiene que estar expresamente clasificado y registrado en la Consejería competente en agricultura como que es de regadío o de secano. 

En aquellas Comunidades que no tienen fijada la unidad mínima de cultivo hay una O.M. del año 58 expresamente vigente , así lo ha dicho recientemente el Tribunal Supremo , porque era anterior a la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, la ley que tiene un par de artículos todavía vigentes, ley del año 1974, y como era anterior la gente discutía su vigencia, El Tribunal Supremo ha dicho que está vigente y se fija, por cada provincia de España, la unidad mínima de cultivo , son supletorias y entran dentro del concepto de supletoriedad que el Tribunal Constitucional ha señalado en la interpretación del 149.3  tras la sentencia de la Ley del Suelo, porque son anteriores a la asunción del título competencial por las CC.AA.; pero en el caso de que la Comunidad Autónoma no haya fijado la unidad mínima de cultivo se utiliza ésta de la O.M. del 58,y esas unidades mínimas de cultivo son para cada provincia.

Esa unidad mínima de cultivo sirve para la legislación agraria, pero sirve fundamentalmente a título determinador desde el punto de vista urbanístico
.

Para realizar parcelaciones se requiere cumplir la unidad mínima de cultivo o que la parcela resultante cumpla la unidad mínima de cultivo, porque no vale tener una de 30.000 de secano y dividirla en dos de 15.000 porque siguen siendo de secano, o se adapta a regadío o no vale esa parcelación ; por lo tanto la parcela resultante siempre tiene que cumplir la unidad mínima de cultivo.

Con esas limitaciones tenemos que ver los usos generales :

- Agrarios: todas las construcciones e instalaciones que se vinculen a esta explotación agraria, pequeño almacén de productos agrarios, cuando digo pequeño almacén es eso ( en la Comunidad de Madrid, por ejemplo, la Ley de Protección del Medio Ambiente, todas las construcciones de suelo no urbanizable de más de 3000 metros cúbicos  están sometidos a estudios de impacto medio-ambiental   y por lo tanto se establece una limitación importante) casetas para aperos de labranza, ...instalaciones vinculadas a la transformación de productos agrarios 

· Ganaderos: todos los elementos de almacenaje, pastos y pequeñas instalaciones de transformación de esos productos , no sería viable un matadero aunque de hecho si se construyen , etc. además los mataderos entra dentro del nomenclátor  del ordenamiento de actividades molestas , insalubres , nocivas y peligrosas del 61 con sus limitaciones.

· Cinegéticos :Son perfectamente autorizables los pabellones de caza tradicionales y en Castilla La Mancha y en Extremadura hay fincas de caza que tienen su pabellón de caza para los señores que van  a cazar, porque además cumplen con la unidad mínima de cultivo de sobra y por lo tanto también  las casetas de los guardas de esas fincas, etc. 

· Forestales: casetas de guarda, y todos los elementos necesarios para la preservación de la zona: construcciones de vigilancia contra incendios, etc.

Nos encontramos con la polémica fundamental sobre la vivienda unifamiliar que no constituye núcleo de población. En las legislaciones autonómicas que han previsto la categoría de suelo no urbanizable denominado de núcleo rural , no hay ningún problema porque entra dentro de esa categoría. En aquellas CC.AA. que no tengan prevista esa posibilidad , la legislación del 98 estatal lo que hace es limitarlo, porque , o se considera urbanizable ese terreno sobre el cual se podría construir y entonces o se espera a que se desarrolle urbanisticamente o se puede utilizar la figura del 58.2 del Texto Refundido del 76 en relación con el 21 de la Ley 6/98 construcciones e instalaciones para usos y obras provisionales porque no va en contra del planeamiento y se pueden autorizar  en ese aspecto , o bien se considera ya como suelo no urbanizable por su especial protección y entonces aquí si que no entrarían la vivienda unifamiliar aislada que no constituyese núcleo de población , porque está protegido, en principio y es una interpretación personal, aunque si sería la categoría tradicional, pero en este caso no; lo que hace la legislación  desde el 96 es clarificar mucho más esta circunstancia y evitar ese coladero.

Como elemento singular de protección debemos destacar la ley Gallega es la 3/96 de 10 de Mayo de Protección de los Caminos de Santiago.

Los núcleos rurales tienen una configuración que expresamente han de hacerse constar en el registro de la propiedad . La parcela objeto de actuación que es divisible en un núcleo rural por debajo de la unidad mínima de cultivo como es lógico ,requiere que se haga constar esa circunstancia de núcleo rural en el registro de la propiedad expresamente, tal y como se desarrolla, por ejemplo, en la ley 6/90 asturiana de 20 de diciembre, o en la ley del 94 de Cantabria.

Así dentro de ese concepto y dejando al margen que luego veremos los núcleos rurales, veremos ahora cuales serán los usos excepcionales del suelo no urbanizable: 

· Como todos los usos de suelo no urbanizable están sometidos a autorización, esa autorización requiere de un previo procedimiento administrativo referido a la adecuación de ese uso que se desea realizar al destino bien normal , bien excepcional, del suelo no urbanizable. 

· Destinos excepcionales:

· Los que preveía fundamentalmente el Texto Refundido del 76. Construcciones e instalaciones vinculadas a la explotación agraria agropecuaria , y forestal.

· Construcción e instalaciones vinculadas al servicio de una obra o servicio público. Ejemplo paradigmático son las estaciones de servicio y las áreas de servicios de las carreteras. Aquí se puede utilizar siempre que no sea un suelo protegido por razones medioambientales, paisajísticas o históricas, hormigoneras para la construcción ; cuando se va a construir una carretera, etc. cualquiera de estas circunstancias que son de lógica transformación del terreno tiene que haber elementos de apoyo , las casetas de los peones camineros  clásicas, esto es autorizable.

· Construcciones o instalaciones de utilidad pública 
o interés social. Y aquí nos encontramos con el gran cajón de sastre para autorizar ese tipo de construcciones. 

En primer lugar debemos señalar que la modificación realizada por el R.D.L., si realmente los Ayuntamientos hubiesen adaptado sus planeamientos y hubiesen clasificado como suelo  urbanizable todo aquel que no está especialmente protegido no haría falta esto, porque en principio aquellos suelos que estén especialmente protegidos , están especialmente protegidos y este tipo de construcciones e instalaciones no serían viables .

Las instalaciones para rehabilitación de drogodependientes sí tienen un fin social , pero tiene que ser declarada de utilidad pública y la declaración de utilidad pública e interés social corresponde a las CC.AA.; muchos Ayuntamientos declaran por el pleno de utilidad pública algo y actúan pero la legislación vigente no lo ampara , lo cual nos encontraremos con una licencia , en caso de ser otorgada, ilegal. Aquí se requieren tres fases: 

1º.- la declaración de utilidad pública e interés social conforme a la legislación autonómica y conforme a los requisitos establecidos por las Leyes de asociaciones y  de fundaciones 

2º Procedimiento de autorización de la construcción o instalación

3º Licencia municipal.


Y por ese orden.

7.- Protección del suelo

Debemos  ahora destacar la norma de protección más singular que es la protección penal. La Ley Orgánica 2/1995 del Código Penal. Pues bien, en el Código Penal nuevo se introducen los delitos contra la ordenación territorio
, y dentro de éstos el artículo 319 en su punto 2 establece que se impondrá la pena de prisión de 6meses a 2 años, multa de 12 a 24 meses  e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de 6 meses a 3 años  a los promotores , constructores o técnicos directores que lleven a cabo una edificación no  autorizable en el suelo no urbanizable. Por lo tanto hay un tipo penal máxima norma de protección en el Estado de Derecho,  en cuanto a la preservación de un bien jurídico , preserva el suelo no urbanizable frente al uso y construcción que se quiera realizar . Esto incluso antes del R.D.L.96 y era suelo no urbanizable incluso el común .

Señalemos que quiere que sea no autorizable y sin licencia , tienen que concurrir ambas circunstancias , por tanto pese al principio de prevalencia del Derecho Penal sobre el 

Derecho Administrativo tendrá que haber una resolución firme administrativa que deniegue expresamente ,o sea que se tiene que haber iniciado un expediente de disciplina urbanística , se requiera para que en el plazo de dos meses se legalice, se solicite esa legalización y que la denieguen en la Comunidad Autónoma  que puede tardar 8 , 10 meses...,y en el Ayuntamiento esa autorización y que sea sin licencia , porque si se hace con licencia ya es un problema de la autoridad administrativa que es el Código Penal en el artículo 320que prescribe sobre  una licencia en contra de los informes o que se informe en contra de la legislación .Los infractores son los mismos que son responsables desde el punto de vista de disciplina urbanística : el promotor , (entendiendo por promotor el dueño del suelo también) constructor (el que realiza la obra) y técnico director, y aquí encontramos una diferencia: y el técnico proyectista ( el que dibuja y prepara todo sabiendo que es un suelo no urbanizable o el colegio profesional que visa ese proyecto no tiene responsabilidad penal , solo es el técnico director de las obras) Esta es la máxima norma de protección que nos podemos encontrar , pero está ahí y vigente en el Código Penal
 .

Vamos a ver ahora otro elemento de protección en las limitaciones es la prohibición                  de parcelaciones y la necesidad de obtener previa licencia para parcelación . 

La legislación estatal 6/98 reproduciendo lo que decía la Ley del 92 , la del 76 y la del 56 prohíbe las parcelaciones urbanísticas
 . Esto es : aquella división del terreno en bloques para realizar una urbanización .La fundamentación que tiene esto evitar las urbanizaciones ilegales que han proliferado mucho en España tradicionalmente . Aquí en Madrid hubo que hacer una Ley de actuaciones urbanísticas ilegales en el 85 , que era una ley transitoria en la cual había un anexo de todas las urbanizaciones ilegales que había que legalizar por los planeamientos urbanísticos de cada municipio, y hay algunas urbanizaciones que aun no se han legalizado, es muy frecuente en la Sierra de Guadarrama y la Sierra Oeste de Madrid todas las urbanizaciones son legales porque hay más dinero pero en la carretera de Valencia , la de Andalucía , la segunda vivienda de personas con menor poder adquisitivo para ahorrar dinero se ahorra en costes de todo tipo y se actuaba  con el método de autoconstrucción incluso que hemos visto que operaba en Canarias.

Ahí en ese aspecto había que hacer parcelaciones para dividir el terreno, para evitar eso y como medio lógico de enlazar el derecho urbanístico en su concatenación de fases                           establece una prohibición expresa en suelo no urbanizable de parcelaciones. No se pueden parcelar; no se puede hacer división de terreno en lotes para fines urbanísticos. Y para ello se establece la vinculación a la unidad mínima de cultivo, cuando es suelo no urbanizable , se puede dividir el terreno pero siempre respetando la unidad mínima de cultivo y lo que se requiere es expresa licencia municipal; también para suelo urbano , urbanizable, aquí operará la parcela mínima que fije el planeamiento general.

¿Qué podemos entender aquí como diferencia en los Estatutos? Los núcleos rurales; en éstos si se puede establecer una parcela diferente , porque la propia legislación urbanística habilita la división del terreno en núcleo rural; pero por ejemplo en la Comunidad de Madrid tenemos parcelas mínimas en los núcleos rurales , en los pueblos de las Sierra Norte
, son pueblos de 300,400, 100 habitantes concejos abiertos muchos de ellos, en los cuales la parcela mínima se fija, en la norma subsidiaria, en 700 u 800 metros cuadrados y se establece una limitación para el crecimiento urbanístico de los municipios inmenso.

El procedimiento será : 

Solicitud previa con proyecto visado de división del terreno ante el municipio. 

Verificación del cumplimiento de las condiciones del planeamiento y la legislación agraria en su caso.

Obtención de la licencia municipal, autorización ante el notario de esa división  e Inscripción en el Registro de la Propiedad. 

Aquí se puede y se debe  establecer una cláusula de vinculación a un destino agrario de esos terrenos y de prohibición de la parcelación para que en el Registro de  la Propiedad conste esto, por seguridad jurídica. Se puede establecer conforme al 307.4 del Texto Refundido del 92 que establece que se pueden inscribir en el Registro de la Propiedad las condiciones de otorgamiento de las licencias
, por lo tanto es completamente posible y se inscribe en el Registro eso. 

Hemos visto ya la legislación agraria con carácter general , la unidad mínima de cultivo que les recuerdo que la legislación agraria vigente es la Ley de Modernización de Explotaciones Agrarias del año 95 estatal, que remite a las legislaciones autonómicas en cuanto a la fijación de las unidades mínimas de cultivo.

8.- Procedimientos para autorizaciones en suelo no urbanizable

Ahora vamos a ver, para ir terminando ya, el procedimiento para la utilización de obras y usos no urbanizable.

Es un procedimiento bifásico, requiere autorización de la Comunidad Autónoma, de todo tipo , salvo que la propia legislación de la Comunidad Autónoma, como es el caso de Castilla y León ,que en los municipios de más de 20.000 habitantes con planes generales de ordenación urbana tal y como dice  el artículo 25 de la Ley 5/99 del Suelo de Castilla y León , exima, puesto que lo considere autorizable por el propio Ayuntamiento.

El Procedimiento para la autorización es bifásico como hemos dicho , y como requisito previo de una autorización administrativa, y aquí vamos a hacer alguna matización, ya saben que la Ley 30/92 establece que cuando se tiene que informar a otra entidad administrativa si transcurrido el plazo para el informe no se ha emitido se puede seguir con el procedimiento sin más , aquí no es un informe , aunque algunas Comunidades sí lo hayan plasmado, sino que es una autorización “sine qua non” , si no existe ese acto administrativo no se puede otorgar la licencia municipal , de hecho las CC.AA. al adoptar los plazos de procedimientos de la Ley 30/92 , por ejemplo la Ley de la Comunidad Autónoma de Madrid del año 93 o la más reciente del 99, también adaptando la reforma de la Ley 4/99 establece unos plazos más largos para estas autorizaciones ,8 meses creo recordar que son en la Comunidad de Madrid; para evitar que te pillen los plazos de silencio, pero ya saben que el silencio es positivo , salvo que una norma con rango de Ley o Derecho comunitario expresamente diga que es negativo. En el suelo no urbanizable las Comunidades Autónomas suelen decir que es negativo para evitar problemas.

Una vez que se realiza la autorización, que es un acto reglado con elementos de discrecionalidad , pero de discrecionalidad técnica, puede haber varias soluciones para un mismo problema pero solo basado en discrecionalidad técnica , si se cumplen los elementos reglados que establece nuestra legislación estatal, y sobre todo en este caso autonómica  de usos y obras autorizables, se debe emitir esta autorización por parte de la Comunidad Autónoma y remitir al Ayuntamiento que, nuevamente junto a esa autorización y otras autorizaciones que fueran necesarias de acuerdo a la legislaciones sectoriales, ( como hemos visto en el caso de las gasolineras, o en materia medioambiental, transportes terrestres, etc. legislación turística como en los campings que necesitarán también una autorización de la administración autonómica competente en materia de turismo, las leyes de turismo exigen expresamente  una autorización administrativa  previa para un camping en la cual se valoren por la administración  autonómica la adecuación del proyecto de las instalaciones a los requisitos mínimos de calidad turística. No pueden entrar en otras cosas)Con todas las autorizaciones sectoriales más la autorización autonómica urbanística El Ayuntamiento procede a la valoración del proyecto en cuanto a su adecuación al planeamiento, que ya saben que el planeamiento en terrenos no urbanizables puede establecer determinadas limitaciones , por ejemplo una bodega dentro de un viñedo es totalmente autorizable conforme el uso de transformación agropecuaria pero que el planeamiento general limita la construcción en el subsuelo por algún motivo, si lo sería desde el punto de vista general pero no del municipal , pero aquí si es un acto clarisimamente reglado conforme a los artículos 9 a 12 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales  , informe técnico y jurídico y ya concesión o denegación de la licencia.

Hay determinados usos, por ejemplo el vallado, que no están sometidos a autorización autonómica pero siempre a  licencia municipal .

Vamos a ver un ejemplo que es el de la legislación de Madrid sobre los supuestos sometidos a las habilitaciones para construcción, que se han transformado profundamente tras la aprobación de la ley 9/2001, de 17 de Julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid
.

En efecto la ley 9/2001 establece un solo tipo de suelo no urbanizable denominado conforme los criterios del Real Decreto Ley 4/2000, “de protección” que se regula en el artículo 16.

Por otra parte la ley recoge dentro del suelo urbanizable dos grandes categorías :

a) el suelo urbanizable sectorizado

b) el suelo  urbanizable no sectorizado.

Estableciéndose para esta última categoría un régimen urbanístico a medio camino entre el suelo no urbanizable de protección en el que salvo excepciones( art. 29.1 de la ley 9/2001 ) expresamente previstas en la legislación sectorial y habilitadas igualmente de forma expresa por el planeamiento territorial de carácter regional o el planeamiento urbanístico ( se supone lógicamente que por el plan general o un plan especial de protección ) , y lógicamente previa tramitación de un previo expediente de calificación urbanística ante el órgano competente de la Comunidad de Madrid se podrán realizar las construcciones e instalaciones previstas por el art. 29.3 de la ley, y el suelo ya sectorizado, esto es que haya sido aprobado su programa de sectorización de forma definitiva por el órgano de la Comunidad de Madrid.

Las actividades autorizables, previa previsión expresa en el planeamiento son las de carácter agrícola, forestal, cinegético o análogos, extractivo de recursos  minerales o hidrográficos, instalaciones de dominio y uso público destinadas al ejercicio de actividades científicas, docentes y divulgativas relacionadas con las especies naturales, establecimientos de turismo rural , rehabilitación para conservación de edificios históricos y actividades que favorezcan  el desarrollo sostenible.

El procedimiento de calificación se determina en los arts. 147 y 148 de la ley estableciéndose la formula, documentación, plazos y órganos competentes para la resolución, derogándose lo establecido por los arts. 53 y siguientes de la ley 9/1955, de 28 de Marzo  sobre Medidas de política territorial, suelo y urbanismo para la Comunidad de Madrid.

Pues bien el suelo urbanizable no sectorizado en idénticos términos que lo anteriormente descrito  ( previsión del planeamiento, que no hace falta que esté habilitado por la legislación sectorial y calificación  urbanística del órgano autonómico)  conforme al art. 26 de la ley que permite el uso accesorio de vivienda y a diferencia del no urbanizable de protección los usos y actividades de infraestructuras ( ejecución y mantenimiento de obras relacionadas con el transporte, potabilización de aguas , transporte de energía, telecomunicaciones y recogida y tratamiento de residuos) y las de carácter residencial  ( vivienda familiar dentro de las superficies mínimas de la legislación agraria y de montes que en Madrid son 7.500 m2 regadío, 30.000 m2 secano y 50.000 m2 monte forestal, siendo el resto de usos autorizables idéntico.

( El presente texto corresponde a una trascripción anotada y levemente corregida  de la intervención del autor en la edición del año 2001 del Master de Urbanismo del Centro de Estudios Bayer para la Administración Local (CESBAL), por lo que mantiene sustancialmente el tono propio de la exposición oral. 


� Así ha sido calificada por la práctica unanimidad de la doctrina científica a título de ejemplo Eduardo García de Enterría, Tomás Ramón Fernández Rodriguez y Angel Menéndez Rexach para un análisis de urgencia sobre la citada sentencia se puede consultar a Angel Ortega García en “ Derecho urbanístico y la Sentencia del Tribunal Constitucional” Montecorvo 1997. 


� El derecho romano tiene su máxima expresión el la obra de Juan Iglesias “ Derecho romano. Instituciones de derecho privado” Barcelona. Ariel 1985, con sucesivas reediciones.


� En general sobre la evolución histórica del urbanismo es destacable la obra de Fernando Chueca Goitia “Breve historia del urbanismo “ Alianza Editorial . 1968 ( con múltiples reediciones)


� Con respecto a la perspectiva urbanística del Ensanche véase a Martín Bassols Coma en “ Génesis y evolución del derecho urbanístico español (1812-1956 ) “ Montecorro 1973 pags 229 a 274.


� Así lo señala Carles Pareja i Lozano  en “Régimen del suelo no urbanizable” Marcial Pons 1990.


� Para un estudio de las legislaciones de régimen local de los siglos XIX y XX consultar Tomás Ramón Fernández y Juan Alfonso Santamaría Pastor “ Legislación administrativa española del siglo XIX” Instituto de estudios administrativos. Madrid 1977 y Luis Cosculluela Montaner y Enrique Orduña Rebollo “ Legislación sobre Administración local 1900-1975” ( Tres tomos) Instituto de estudios de Administración local 1983.


� Una aproximación al citado informe se puede realizar en Gaspar Melchor de Jovellanos “Escritos políticos y filosóficos” Orbis 1983


� Opus cit


� En relación con el Catastro véase Carles Pareja opus cit pags 34-38


� Sobre los notarios y su regulación vid  José Enrique Gomá Salcedo “ Derecho notarial” Dykinson Madrid 1992


� De ese urbanismo es reveladora la obra de Fernando Roch y Felipe Guerra “ ¿Especulación del suelo?”  Editorial  Nuestra Cultura 2ª edición Octubre 1981.


� Sobre el cambio de denominación y las características y aporvechamientos del suelo no urbanizable vid Venancio Gutierrez Colomina “Régimen jurídico urbanístico del espacio rural : La utilización edificatoria del suelo no urbanizable” Montecorvo 1990 pag. 22


� Sobre ese concepto ver Venancio Gutierrez Colomina . Opus cit.pag. 37.


� Para clarificar esa novedad se puede consultar José Martín Blanco en colaboración con Rosa María Moreno Flórez y José Ignacio Rubio San Román “ El texto refundido de la legislación urbanística estatal”  Colex 1994.


� La situación urbanística de España se puede analizar con carácter general en esas fechas en la obra de R. Romaguera Amat, J Rodriguez Osma y J. Gómez Mendoza “ Los Problemas urbanos de España” Ortiz 1987.


� Para un acercamiento al fenómeno urbanístico de las CC.AA. en ese momento vid “ Urbanismo y Comunidades Autónomas “ Barcelona 1990. Coeditado por la Generalitat ( Escuela de Administración pública) y la Agrupación Catalana de Técnicos urbanistas.


� Sobre la citada ley ver ponencia de Antonio Dominguez Avila  pags 113-130 de la obra conjuntas ya citada  “Urbanismo y Comunidades Autónomas”


� En el momento de repasar estas líneas está aprobada pero no publicada; para una consulta del texto se debe recurrir al Boletín Oficial de la Asamblea de Extremadura V Legislatura nº 122 de 6 de Marzo de 2001


� En relación con el sistema urbanístico vigente véase “ El desconcertante presente y el imprevisible y preocupante futuro del derecho urbanístico español” REDA nº94 Abril –Junio  1997. Tomás Ramón Fernández


� La LHL en su artículo 61.1 así lo consigna, para un análisis de las situaciones del impuesto sobre bienes inmuebles véase José Alfredo Caballero Gea “Licencias, Tasas e impuestos municipales” Dykinson 2000 pags439-459.


� Para un análisis de las diversas soluciones dispuestas por la legislación autonómica se puede consultar a Manuel Medina de Lemus en Revista general de legislación y jurisprudencia nº 2 III época pág 179 y siguientes. Marzo-Abril 1999 “El suelo no urbanizable” 


� Tomás Ramón Fernández  Rodriguez “Manual de derecho urbanístico” 15ª edición El Consultor 2000pag 178


� Acerca de los convenios urbanísticos la literatura empieza a ser extensa y así nos encontramos con Antonio Cano Murcia  “Teoría y práctica del Convenio urbanístico” Aranzadi 1995 y Roberto O. Bustillo Bolado y José Ramón Cuerno Llota “Los convenios urbanísticos entre las Administraciones locales y los particulares” Aranzadi 1996.


� Sobre las entidades administrativas de ámbito territorial inferior al municipio podemos citar como referencia para su estudio a José Luis Rivero Yseru “Manual de derecho local” pags 148-151.Civitas 1999 4ª edición


� Con respecto a las calificación urbanística vid Cristina Navajas y Angeles Ferré Moltó pags 167-182 de la obra “Derecho urbanístico de la Comunidad de Madrid “ Coeditado en 2000 por las Consejerías de Obras Públicas y Presidencia 2ª edición


� Son clarificadores de las relaciones entre suelo no urbanizable y disciplina urbanística las actas de las I y II jornadas : “ La disciplina urbanística, el suelo no urbanizable,, las parcelaciones ilegales y el nuevo código penal “ Gobierno de Aragón . Zaragoza 1997.


� Esa competencia estatal se puede observar en José Luis González Berenguer y Urrutia: “La Ley del suelo después de la Sentencia del T. C. De 20 de Marzo de 1997. Civitas 1997


� Sobre el citado Real Decreto Ley , véase el estudio de Jesús González Pérez pags 43-90 de la obra colectiva “ Reforma y liberalización económica . Los reales decretos leyes de Junio de 1996” Civitas 1996


� En relación con la ley 6/98 véase Jesús González Pérez “Comentarios a ley sobre Régimen del suelo y valoraciones” Civitas 1998.


� Con respecto a la potestad de planeamiento y las alteraciones de éste vid Ricardo de Vicente Domingo “Las alteraciones del planeamiento urbanístico” La ley1994


� Este deber de motivar se puede estudiar en Pedro José Yagüe Gil pags 198-204 de la obra colectiva “ Comentario sistemático a la ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común” Editorial Carperi 1993


� Sobre la planificación territorial autonómica consultar Fernando López Ramón “ Estudios jurídicos sobre Ordenación del territorio” Aranzadi 1995


� Véase “ Curso sobre la ley de ordenación territorial de la Comunidad de Madrid”1986 Colegio oficial de arquitectos de Madrid a cargo de Rodolfo García –Pablo Ripoll , Eduardo Mengada Samain, Jesús Morón Porto, Angel Ortega García, Francisco Perales Madueño, Enrique Porto Rey y Luis Rodríguez –Avial Llardent. Con un amplio análisis de la ley 10/1984, de 30 de Mayo de Ordenación Territorial de la Comunidad de Madrid.


� Para un estudio de la legislación sectorial con incidencia en el urbanismo véase José Luis González Berenguer y Urrutia “Urbanismo sectorial” Montecorvo 1999.


� Véase José Esteve Pardo  “La protección de la naturaleza , espacios naturales, flora y fauna silvestre” pags 265-288 de Derecho del Medio ambiente y Administración local . Diputación de Barcelona y Civitas 1996


� Sobre la incidencia de la ley 16/85 podemos citar a título de ejemplo las obras de Concepción Barrero Rodríguez “La ordenación jurídica del patrimonio histórico” Civitas1990 (en coedición con el Instituto García Oviedo de la Universidad de Sevilla) y José María Abad “Urbanismo y patrimonio histórico”en el nº 2 de la Colección Cuadernos de Urbanismo de Montecorvo.


� Para un análisis sistemático de las limitaciones sectoriales sobre el urbanismo se puede cotejar la obra colectiva “Momento urbanístico” 2002-2003 de editorial Francis Lefebvre


� Sobre el ámbito de la propiedad inmobiliaria se puede estudiar a Tomás Ramón Fernández “ La propiedad urbanística del suelo y el subsuelo” Revista vasca de Administración Pública  nº 41 Enero –Abril  1995  y José Luis González Berenguer y Urrutia “ Reflexiones sobre el Urbanismo” editorial El Consultor de los Ayuntamientos y los juzgados 2001 pags 17 a 40.


� Con respecto al sistema de valoración del suelo podemos estudiar a Enrique Porto Rey en “Las Valoraciones en la ley del suelo” Cuadernos de urbanismo nº 5 Montecorvo 2000 


� Para la aproximación a los sistemas de valoración por comparación la institución expropiatoria nos ofrece fuentes jurisprudenciales y doctrinales en su aplicación y así podemos destacar las obras de Oscar Moreno Gil “Expropiación forzosa. Legislación y jurisprudencia comentadas” Civitas 2000 , 4ª edición y Francisco García Gómez de Mercado “ El justiprecio de la expropiación forzosa” Comares 2001 , 4ª edición.


� Un estudio del efecto de dicha instrucción se puede realizar en Manuel Medina  Opus cit pag 189


� Véase Ramón Menéndez Chaves “La regulación del suelo no urbanizable en el Principado de Asturias pags 29-49  de las actas La disciplina...Opus cit.


� Expresamente derogado por la ley 2/2001, de 25 de junio de Ordenación Territorial y Régimen urbanístico del suelo de Cantabria (BOE nº 206, 28 de Agosto de 2001)


� Sobre Aragón y el suelo no urbanizable  véase  La disciplina. Opus cit actas de las jornadas celebradas en Zaragoza del 26 al 29 de Abril de 1994 y 16 al 28 de Octubre de 1996


� Sobre esta materia véase “ Riesgos de inundación y régimen urbanístico del suelo” Consorcio  de Compensación de seguros . 2000.


� Véase el artículo de Tomás Ramón Fernández “La urbanización de las Costas” pags 33 –46 de “ Estudios de derecho ambiental y urbanístico” Aranzadi 2001.nº2 de las monografías urbanismo y edificación


� Una aproximación la podemos encontrar en el artículo de Tomás Quintana López “el suelo excluido del proceso urbanizador” Referencia a Castilla y León pags 267-290 de la Revista de estudios de Administración local y autonómica nº280-281. Mayo –Diciembre 1999 M.A.P.(INAP)


� Sobre Navarra, Luis Zarraluqui Ortigosa “ Regulación y Control del suelo no urbanizable, en la Comunidad Foral de Navarra” pags 23-28 de La disciplina urbanística...Opus cit.





� Con respecto a Cataluña véase “Planejament i gestió del sól no urbanitzable” editado por el Servicio de parques naturales de la Diputación de Barcelona en 1993.


� Gerardo Roger Fernández “La Ley 4/92, sobre el suelo no urbanizable de la generalitat valenciana” pags 17-22 de “ La disciplina...”Opus cit.


� Sobre los espacios naturales y en general  el medio ambiente véase la obra de Raul Canosa Usera “Constitución y Medio ambiente “ Dykinson 2000


� En relación con el dominio público hidráulico véase Antonio Embid Irujo (director) “La reforma de la ley de aguas (Ley 46/1999, de 13 de Diciembre)” Civitas 2000 en coedición con el seminario de derecho del agua de la Universidad de Zaragoza y Confederación hidrográfica del Ebro


� Por lo que se refiere al País Vasco véase José Luis Avila Orive “ El suelo como elemento ambiental” pags 244-241 Universidad de Deusto1998.


� Joaquín María Peñarrubia Iza “La Intervención administrativa en las divisiones y parcelaciones de fincas “ Montecorvo 1999


� Véase Carlos Pareja i Lozano , opus cit pags 89-95


� Un ejemplo habitual son las actividades extractivas de minería sobre las que se puede consultar a Javier Juncedo Moreno “Minería , Medio ambiente y Ordenación del Territorio” Civitas 2001 en coedición con el principado de Asturias.


� Con respecto a los citados delitos véase Carlos Blanco Lozano  “ El delito urbanístico” Montecorvo 2001.


� Un estudio del tipo


� Véase Ramón Betrón  Abadía “Regularización de edificaciones y parcelaciones ilegales en suelo no urbanizable” Pags 153ª 168 de Opus cit “ La disciplina....”


� Al  respecto véase “Estudios sobre el planeamiento de la sierra norte de la Comunidad de Madrid” de Fernando García Rubio editado por el patronato madrileño de Areas de montaña-2000 pag 48


� Al respecto véase Fernando García Rubio “Licencias de obras municipales, el registro de la propiedad y sus relaciones con el urbanismo” Consejería de Justicia, Función Pública y Administración local. Comunidad de Madrid 2000


� B.O.C.M. nº 177 viernes 27 de Julio de 2001 existiendo un apresurado comentario a dicha ley “Comentarios a la ley del suelo de Madrid” de Angel Ortega García y Juan Ortega Cirugeda . Montecarvo 2001






